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RESUMEN
El reconocim iento de efectos civiles a los m atrim onios religiosos y a las 
sentencias m atrim onia¡es canónicas constituye uno de los ám bitos en los 
que los poderes públicos pueden cooperar con las confesiones religiosas y 
las m inorías culturales para facilitar el disfrute de la libertad ideológica de 
sus m iem bros. A sí entendida la cooperación constituye una de las notas 
que hacen reconocible a la laicidad positiva en la conciencia social e sp a­
ñola hasta tal punto que, en la actualidad, constituye una de las garantías 
institucionales del orden constitucional instaurado en 1978.

ABSTRACT
Civil effects of religious m arnages is one of the areas w here public autho- 
rities can cooperate w ith religious groups and cultural m inorities in order 
to facilítate the enjoym ent o f the freedom  o f conscience o f its m em bers. 
The cooperation is one of the notes that characterizes the open e secula- 
rism in the Spanish society a tth e  point w here, today, is one of the institu- 
tional guarantees o f constitutional order o f 1978.
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cidad positiva. 2.3.1. La laicidad positiva como garantía institucional 
del ordenamiento constitucional contemporáneo. 2.3.2. Laicidad po­
sitiva y eficacia civil del matrimonio religioso y/o de las resoluciones 
eclesiásticas de nulidad o de disolución matrimonial. 2.4. La igualdad 
ante la ley. 3. EL SISTEMA MATRIMONIAL ESPAÑOL CONTEMPO­
RÁNEO. 3.1. La eficacia civil del matrimonio celebrado según las nor­
mas del Derecho canónico. 3.2. La eficacia civil de los matrimonios de 
las confesiones religiosas con notario arraigo. 3.3. "Nuevos" límites a 
la eficacia civil de las sentencias canónicas de nulidad o de disolución 
del matrimonio rato y no consumado. 3.3.1. Firmeza de la sentencia. 
3.3.2. Que la decisión no sea contraria al orden público (constitucio­
nal). 3.3.3. Que la decisión se hubiera dictado con manifiesta infrac­
ción de los derechos de defensa de cualquiera de las partes o si la reso­
lución se hubiera dictado en rebeldía. 3.3.4. Control de la competencia 
del tribunal eclesiástico que dictó la decisión. 3.3.5. Cuando la decisión 
sea inconciliable con una resolución judicial dictada en España o con 
una resolución dictada con anterioridad en otro Estado que pudiera 
ser objeto de reconocimiento en España o con un proceso pendiente 
sobre la misma causa ante nuestros órganos jurisdiccionales. 4. CON­
CLUSIONES.

1. IN T R O D U C C IÓ N

El sistema matrimonial hace referencia a la relación que existe en un 
ordenamiento jurídico dado entre matrimonio civil y el matrimonio reli­
gioso1 y al grado de eficacia que reconoce el Estado a este último y, en su 
caso, a las resoluciones matrimoniales dictadas por los respectivos tribu­
nales eclesiásticos2. De ahí que, como ha apreciado Fernández-Corona- 
do, una cuestión jurídica fundamental en los sistemas matrimoniales es 
delimitar la vigencia del matrimonio religioso dentro del ordenamiento 
jurídico de cada Estado. Esta cuestión se encuentra directamente condi­
cionada por la posición que el Estado adopte ante el fenómeno religioso 
en un momento histórico dado3.

LLAMAZARES FERNÁNDEZ, D. El sistema matrimonial español. Matrimonio civil, 
matrimonio religioso y  matrimonio de hecho, Servicio de Publicaciones de la Facultad 
de Derecho de la Universidad Complutense de Madrid, Madrid 1995, p. 7.
LÓPEZ ALARCÓN, M. El nuevo sistema matrimonial español, TECNOS, Madrid, 1983, 
p. 15.
"Sistema matrimonial español". En Enciclopedia Jurídica Básica, vol. IV, Madrid, 1995, 
p. 6250.
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En el caso español, la pervivencia del principio de confesionalidad en 
la historia del constitucionalismo español, matizada en ocasiones por el 
principio de tolerancia religiosa4, influyó en la legislación matrimonial 
estatal y concordada y supuso el reconocimiento automático del matri­
monio canónico y de las resoluciones eclesiásticas en materia matrimo­
nial5, excepto en los períodos de la Primera y la Segunda República6. La 
tímida quiebra del sistema de confesionalidad, mediante la proclamación 
de los principios de libertad de cultos y de no discriminación por moti­
vos religiosos en la Constitución española de 18697, se tradujo en la ins­
tauración de un sistema de matrimonio civil obligatorio8. La separación 
Iglesia-Estado, la igualdad y no discriminación por motivos religiosos y 
el reconocimiento del derecho de libertad ideológica como postulados 
dogmáticos básicos de la Constitución española de 19319; determinaron 
la restauración de dicho sistema con la singularidad añadida de que se 
reguló el divorcio como causa de disolución del vinculo matrimonial10. El 
régimen instaurado en España después de la Guerra Civil fue el reverso 
de la moneda de la Segunda República11. Así, el Fuero de los Españoles de

4 SUÁREZ PERTIERRA, G. "El laicismo de la Constitución republicana". En LLAMAZA­
RES FERNÁNDEZ, D. (Ed.) Estado y  religión. Proceso de secularización y  laicidad. Ho­
menaje a Don Fernando de los Ríos, Servicio de Publicaciones de la Universidad Carlos 
III de Madrid, Madrid, 2001, p. 59.

5 GUASP, J. "El Concordato y el Derecho procesal del Estado". En VVAA El Concordato 
de 1953, Servicio de Publicaciones de la Universidad Complutense de Madrid, Ma­
drid, 1956, p. 247.

6 SUÁREZ PERTIERRA, G. "Incidencia del principio de confesionalidad del Estado so­
bre el sistema matrimonial español". En Revista Española de Derecho Canónico, 33 

(1 9 7 7 ), i i -
7 No obstante lo anterior, estamos de acuerdo con Fernández-Coronado cuando afir­

ma que "la Constitución de 1869 no proclama una libertad religiosa plena, en el sen­
tido en que hoy la entendemos. Su lectura nos induce a pensar más en un status 
de tolerancia para cultos no católicos, sobre la base de las circunstancias históricas 
que atraviesa el país". Cfr. El proceso de secularización del matrimonio, CEPC, Madrid, 
2004, pp. 55-56.8 GARCIA GARATE, A. El matrimonio religioso en el Derecho civil, S.l. A.G. Amabar, Bur­

gos, 1995, PP- 57-58.
9 Gaceta de Madrid núm. 344 de 10 de diciembre de 1931.
10 FERNÁNDEZ-CORONADO, A. El proceso de secularización, ob. cit. pp. 54-60.
11 El sistema de relación implantado durante la Segunda República dio lugar a una fuer­

te oposición durante este período histórico de la iglesia católica que reclamaba para 
sí el restablecimiento de la confesionalidad del Estado. Vid. DE MEER, F. La cuestión
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194512, el Concordato firmado entre el Estado español y la Santa Sede de 
195313 y la Ley de Principios del Movimiento Nacional de 195814 determi­
naron una formulación muy extensa de confesionalidad doctrinal a favor 
de la Iglesia católica15. La restauración del sistema matrimonio civil subsi­
diario supuso la restauración de efectos civiles al matrimonio, así como la 
asunción por parte de la de la jurisdicción eclesiástica de la competencia 
exclusiva sobre las causas matrimoniales16, excepto las relativas al matri­
monio civil17 cuyo conocimiento competía exclusivamente a los tribuna­
les estatales18. Tanto el matrimonio canónico como las resoluciones dic­
tadas en sede canónica adquirían eficacia jurídica automáticamente en 
el ordenamiento jurídico español19 y, como consecuencia del influjo del

religiosa en las Cortes Constituyentes de la II República española, EUNSA, Pamplona, 

1 9 7 5 , P-1 5 -
BOE núm. 199, de 18 de julio de 1945.
BOE núm. 292, de 19 de octubre de 1953 y su rectificación en el núm. 341 de 7 de 
diciembre.
BOE núm. 67, de 19 de marzo de 1958.
SUÁREZ PERTIERRA, G. Libertad religiosa y  confesionalidad en el ordenamientojurídi- 
co español, Eset, Victoria, 1972, p. 21.
CRESPO CEDRÚN, F. "Eficacia civil de las demandas y sentencias canónicas en Es­
paña, en W A A  Curso de Derecho matrimonial y  procesal canónico para profesionales 
del foro, vol. I, Servicio de Publicaciones de la Universidad de Salamanca, Salamanca, 
1 9 7 5 , P- 229.
"Así, pues, son de la competencia de los tribunales civiles las causas sobre los efectos 
meramente civiles del matrimonio". Cfr. E. MONTERO El Concordato y  la legislación 
matrimonial, en W A A  "El Concordato..., ob. cit., pp. 289-325, p. 311.
Hasta el punto de que si ante ellos se plantease una crisis conyugal relativa a un ma­
trimonio canónico, "el juez civil tendría que suspender la tramitación del proceso, a 
petición de parte e Incluso de oficio, para que se planteara ante el órgano eclesiás­
tico competente la cuestión prejudicial cuya resolución definitiva ha de constituir el 
presupuesto canónico de la sentencia civil". Cfr. LÓPEZ ALARCÓN, M. "La ejecución 
de sentencias en el Derecho canónico y sus aspectos civiles". En Revista Española de 
Derecho Canónico 30 (1974), pp. 327-328.
"No hay aquí auxilio estatal ni entrega al brazo secular, sino ejecución directa por 
el Estado de efectos producidos en su propio orden por una resolución canónica 
que sea firme y ejecutiva y haya sido comunicada por el tribunal eclesiástico al civil 
competente o por quien tenga interés legítimo y aporte oportuno testimonio de la 
resolución". Cfr. LÓPEZ ALARCÓN, M. "La ejecución de sentencias en el Derecho 
canónico..., ob. cit., p. 316.
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Derecho canónico sobre la regulación secular del instituto matrimonial, 
no se admitió el divorcio en España20.

2 . LA IN T E R P R E T A C IÓ N  EV O LU T IV A  DEL M A R C O  
C O N S T IT U C IO N A L  DEL S IS T E M A  M A T R IM O N IA L  

ESPA Ñ O L

La promulgación de la Constitución de 1978 (CE)21 supuso un giro de 
180 grados en el sistema matrimonial vigente en España dando lugar a 
la instauración de un modelo sin precedentes en el Derecho del Estado 
español que estaba cimentado sobre cuatro pilares íntimamente relacio­
nados entre sí: a) El derecho a contraer matrimonio; 2) La libertad ideo­
lógica o de conciencia de los contrayentes; 3) El principio de aconfesiona- 
lidad o laicidad positiva; y 4) El principio de igualdad ante la ley y de no 
discriminación por motivos de convicciones (art 14)22.

Ni siquiera por la vía indirecta del exequátur de las sentencias de divorcio dictadas en 
el extranjero. Vid. Navarro Valls, R. Divorcio: orden público y  matrimonio canónico. Efi­
cacia en España de las sentencias extranjeras de divorcio, Montecorvo, Madrid, 1972, 
p. 103.
BOE núm. 311, de 29 de diciembre de 1978.
El 30 de diciembre de 1978 la DGRN dictó una Instrucción aclaratoria de las normas 
reguladoras del sistema de matrimonio civil subsidiario hasta entonces vigente: "La 
aprobación de la Constitución española ha supuesto una importante innovación en 
el régimen hasta ahora vigente sobre celebración del matrimonio civil. En efecto, el 
artículo 32-1 de la Constitución establece que el hombre y la mujer tienen derecho a 
contraer matrimonio con plena igualdad jurídica, y su artículo 16-2 señala que nadie 
podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias, estas normas 
han de ser interpretadas de acuerdo con los principios constitucionales de no confe- 
sionalidad del estado (artícjlo 16-3) y de no discriminación por razón de religión (ar­
ticulo 14), y llevan forzosamente a la conclusión de que todos pueden acudir a la ce­
lebración del matrimonio civil con plena libertad de elección y sin necesidad de hacer 
declaración alguna sobre su religión, respecto de la cual el juez o cónsul no pueden 
preguntar. Atendiendo a estas consideraciones, así como al hecho de que aquellas 
normas constitucionales tienen vigencia inmediata (crf. artículo 53 y disposiciones 
derogatoria y final), esta Dirección General ha acordado declarar que, a partir de la 
entrada en vigor de la Constitución, han de entenderse modificados en el sentido in­
dicado los artículos 42 y 86 del código civil, lo mismo que los preceptos concordantes 
que los desarrollan del reglamento del registro civil y que, por lo tanto, los jueces y 
cónsules encargados de los registros civiles deben autorizar los matrimonios civiles
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2 . 1 .  E l  m a t r im o n i o  c i v i l  c o m o  g a r a n t í a  i n s t i t u c i o n a l  d e l  s is t e m a  

m a t r i m o n i a l  v i g e n t e

El sistema matrimonial vigente reposa sobre el derecho a contraer 
matrimonio que ha sido objetivamente concebido en la CE como una de 
las garantías institucionales del ordenamiento constitucional vigente* 23 y, 
subjetivamente, como un derecho de todos los ciudadanos independien­
temente de su identidad u orientación sexual24.

Bajo la primera de estas perspectivas, el legislador debe preservar al 
matrimonio en términos reconocibles según la imagen que la conciencia 
social tiene de la institución matrimonial en cada tiempo y lugar. Dicha 
garantía es desconocida cuando a institución es limitada, de tal modo 
que se la priva prácticamente de sus posibilidades de existencia real co­
mo institución para convertirse en un simple nombre. Tales son los lími­
tes para su determinación por las normas que la regulan y por la aplica­
ción que se haga de éstas. En definitiva, la única interdicción claramente 
d iscern i ble es la de la ruptura clara y neta con esa imagen comúnmente 
aceptada de la institución que, en cuanto formación jurídica, viene deter­
minada en buena parte por las normas que en cada momento la regulan 
y la aplicación que de las mismas se hace"25. Pero resulta, además, que el 
matrimonio, como garantía institucional, forma parte de nuestra cultu­
ra jurídica constitucional que como ha apreciado el TC "no se construye 
sólo desde la interpretación literal, sistemática u originalita de los tex­

de las personas que lo deseen sin indagación ni declaración alguna sobre las ideas 
religiosas de los contrayentes". Cfr. BOE núm. 312, de 30 de diciembre de 1978.

23 Como ha puesto de manifiesto el TC, "el orden jurídico-polítlco establecido por la 
Constitución asegura la existencia de determinadas instituciones, a las que se consi­
dera como componentes esenciales y cuya preservación se juzga indispensable para 
asegurar los principios constitucionales, estableciendo en ellas un núcleo o reducto 
indispensable por el legislador. Las instituciones garantizadas son elementos arqui­
tecturales Indispensables del orden constitucional y las normaclones que las prote­
gen son, sin duda, normaciones organizativas, pero a diferencia de lo que sucede con 
las Instituciones supremas del Estado, cuya regulación orgánica se hace en el propio 
texto constitucional, en éstas la configuración Institucional concreta se defiere al le­
gislador ordinario, al que no se fija más límite que el del reducto indisponible o núcleo 
esencial de la institución que la Constitución garantiza". Cfr. STC 32/1981, de 28 de 
julio, FJ 3.

24 STC 198/2012, de 6 de noviembre, FJ 9.
23 Cfr. STC 32/1981, de 28 de julio, FJ 3.

240 Laicidad y libertades n° 15 - 2016. Págs. 235 a 288



La laicidad positiva como garantía institucional del sistema matrimonial español

tos jurídicos, sino que también contribuyen a su configuración la obser­
vación de la realidad social jurídicamente relevante"26 y "la imagen que, 
tras una evidente evolución, tenemos en la sociedad española actual del 
matrimonio"27.

Actualmente, el matrimonio es concebido en los estratos sociales 
como una “comunidad de afecto que genera un vínculo, o sociedad de 
ayuda mutua entre dos personas que poseen idéntica posición en el seno 
de esta institución, y que voluntariamente deciden unirse en un proyecto 
de vida familiar común, prestando su consentimiento respecto de los de­
rechos y deberes que conforman la institución y manifestándolo expre­
samente mediante las formalidades establecidas en el ordenamiento"28. 
Dentro de estos límites, el legislador estatal dispone de una amplio mar­
gen de apreciación “para configurar las formas de matrimonio, la edad 
y capacidad para contraerlo, los derechos y deberes de los cónyuges, las 
causas de separación y disolución y sus efectos-configuración de la que 
se ha ocupado el legislador estatal en virtud de la competencia exclusiva 
que le confiere el art. 149.1.8 CE para regular las relaciones jurídico-civiles 
relativas a las formas de matrimonio"29.

En relación con este particular cabe advertir la confusión terminológi­
ca a que pueda dar lugar la expresión "formas de matrimonio", debido a 
que literalmente hablando hace referencia a las solemnidades legalmen­
te establecidas para contraer matrimonio válidamente, a pesar de que di­
cha fórmula ha sido empleada en algunas fuentes históricas del Derecho 
para referirse indistintamente a las tensiones que se han producido entre 
las clases matrimoniales civil y canónico durante las diferentes etapas del 
constitucionalismo histórico español30. Si analizamos esta cuestión bajo

26 ATC 47/2004, de 9 de febrero, FJ 6; SSTC 184/1990, de 15 de noviembre, FJ 3; 
198/2012, de 6 de noviembre, FJ 9.

37 Cfr. STC 198/2012, de 6 de noviembre, FJ 9.
28 Ib.
29 SSTC 51/2011, de 14 de abril, FJ 9; 198/2012, de 6 de noviembre, FJ 10.
30 La dicción literal del art. 42 CC aprobado por obra del Real Decreto de 25 de julio de 

1989 (Gaceta núm. 206, de 25 de julio de 1989) establecía que: "La Ley reconoce dos 
formas de matrimonio: el canónico, que deben contraer todos los que profesen la re­
ligión católica, y el civil, que se celebrará del modo que determina este Código"; y en 
sentido similar el art. 15.1 de la CE de 8 de diciembre de 1931 (Gaceta de Madrid núm. 
344, de 10/12/1931) reconocía la competencia del Estado español sobre "la forma del 
matrimonio". Junto a estas consideraciones la reforma llevada a cabo del art. 42 del
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la perspectiva de la garantía institucional del matrimonio, lo cierto es que 
dicha fórmula constitucional concede al legislador un amplio abanico de 
posibilidades para reconocer dentro de dicho sistema efectos civiles a di­
ferentes formas religiosas o étnicas de celebración del matrimonio civil31 
o para incorporar mediante la técnica de la “remisión formal"32 dentro de 
dicho sistema aquellos otros tipos religiosos o étnicos de matrimonios 
cuyos rasgos sean respetuosas con la imagen que hace reconocible a este 
instituto jurídico en la conciencia social contemporánea33.

CC durante el Régimen Franquista por obra de la Ley de 24 de abril de 1958 (BOE 
núm. 99, de 25 de abril de 1958) establecía expresamente que: "La Ley reconoce dos 
clases de matrimonios: el canónico y el civil"
STC 51/2011, de 14 de abril, FJ 9.
La incorporación de las normativas reguladoras de estos tipos de matrimonios me­
diante el recurso de la técnica "remisión material" sería compatible con la garantía 
institucional del matrimonio, en la medida en que sería respetuosa con la compe­
tencia exclusiva que el art. 149.1.8 CE confiere a los poderes públicos para aplicar 
e Interpretar dichas normas en base a los principios constitucionales que informan 
el ordenamiento jurídico español. Por el contrario, sí sería incompatible con dicha 
garantía Institucional que el legislador estatal Incorporase este tipos de matrimonios 
al sistema matrimonial en base a la técnica de la "remisión formal" debido a que 
sería incompatible con aquella competencia exclusiva que la CE confiere a las Instan­
cias públicas en la medida en que, en base a esta técnica, seguiría siendo ejercida en 
exclusiva por los organismos jurisdiccionales confesionales o, en el mejor de los ca­
sos, por ambos poderes. Sobre el alcance y significado de ambastécnicas de relación 
entre ordenamientos jurídicos vid. Llamazares Fernández, D. Derecho de la libertad 
de conciencia I: Conciencia, tolerancia y  laicidad, 40 Ed. Civitas-Thomson Reuters, Ma­
drid, 2011, pp. 44-45.
Pues, como se ha señalado en la doctrina, "allí donde hay una garantía Institucional, 
se impone al Estado una estructura normativa o institucional que encarna la dimen­
sión objetiva de un derecho fundamental y en la que debe encuadrase el disfrute 
de su dimensión subjetiva". Cfr. PRESNO LINERA, M. A. "El matrimonio: ¿garantía 
institucional o esfera vital? A propósito de la STC 198/2012, de 6 de noviembre, sobre 
el matrimonio entre personas del mismo sexo y la jurisprudencia comparada". En 
ReDCE, n. 19, 2013, p. 425. En base a estos parámetros, sí sería incompatible con la 
garantía institucional del matrimonio un sistema matrimonial que incorporase, por 
poner un ejemplo, clases de matrimonios celebrados conforme a normativas étnicas 
o religiosas en las la mujer se encuentra en una posición jurídica de inferioridad con 
respecto al hombre lo que resulta manifiestamente contrario con la garantía institu­
cional del matrimonio en el ordenamiento constitucional vigente en España como 
acontece actualmente con los matrimonios celebrados conforme a los preceptos de 
la Sharia islámica en algunos Estados musulmanes. Sobre el alcance y significado 
de este tipo de matrimonios vid. FERNÁNDEZ-CORONADO, A. "Matrimonio islámi-
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Por otra parte, los rasgos que caracterizan objetivamente al instituto 
matrimonial es lo que también lo identifican como derecho constitucio­
nal* 34, esto es, el derecho de dos personas a formar una "comunidad de 
afecto que genera un vínculo, o sociedad de ayuda mutua entre dos per­
sonas que poseen idéntica posición en el seno de esta institución". Así 
entendido, la jurisprudencia constitucional también ha precisado que el 
derecho al matrimonio aunque se trata de un derecho subjetivo de titu­
laridad individual, no lo es de ejercicio individual, pues el pleno disfrute 
del mismo requiere el consentimiento expreso y mutuo de ambos con­
trayentes35, en régimen de plena igualdad jurídica tanto en el momento 
de contraer como en el seno del instituto matrimonial en relación con el 
ejercicio de los derechos y deberes derivados del mismo36. Su conteni­
do esencial comprende tanto "el derecho a contraer matrimonio" como 
“a no contraerlo" con la finalidad primordial de "asegurar la capacidad 
de elección, a impedir el mandato o la imposibilidad absoluta"37; si bien 
"el contenido de la libertad positiva y negativa no (tiene) por qué ser ho­
mogéneo, y que el legislador ordinario (puede) atribuir... consecuencias 
a una y a otra manifestación, de manera que la primera se constituya en 
un auténtico derecho subjetivo, mientras que la segunda no sea más que 
una mera libertad jurídica, integrada en el mismo derecho fundamental, 
y cuyo contenido se ciñe a la posibilidad de optar o a la existencia de una 
alternativa de acción"38. Asi entendido, el derecho a contraer matrimonio 
es "un derecho de libertad, que, como es sabido, es la forma típica de 
garantía del objeto de un derecho cuando éste consiste en un permiso 
constitucional y su propósito es la salvaguardia de una esfera vital, dando

co, orden público y función promocional de los derechos fundamentales". En REDC, 
núm. 85,2009, pp. 125-156.

34 En términos del TC: “la imagen del matrimonio como Institución, esto es la garantía 
institucional del matrimonio, coincide substancialmente con la dimensión objetiva 
del derecho constitucional al matrimonio, puesto que ambas nociones, contenido 
esencial y garantía institucional, se solapan al definir el matrimonio, aunque dogmá­
ticamente su naturaleza sea diferente". Cfr. STC198/2012, de 6 de noviembre, F J11.

35 SSTC 222/1992, de 11 de diciembre, FJ 5; 47/1993, de 8 de febrero, FJ 4; 51/2011, de 14 
de abril, FJ 9; 198/2012, de 5  de noviembre, FJ 10.

36 Regla que como matiza elTC no es más que "una manifestación específica del princi­
pio de igualdad de todos los ciudadanos ante la ley (art. 14 CE)". Cfr. SSTC 159/1989, 
de 6 de octubre, FJ 5; 39/2C02, de 14 de febrero, FJ 5; y 51/2011, de 14 de abril, FJ 8.

37 STC 198/2012, de 6 de noviembre, FJ 10.
38 ATC 204/2003, de 16 de junio, FJ 3.
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amparo constitucional a cualquiera de los posibles comportamientos que 
en principio se puedan encuadrar en la definición abstracta de la mencio­
nada esfera vital que es objeto del permiso constitucional establecido por 
la norma iusfundamental"39.

Pues bien, bajo nuestro punto de vista, la libertad que otorga paran­
gón y amparo constitucional a esta esfera vital es la libertad ideológica o 
de conciencia de los ciudadanos40, pues como afirma elTC es "compren­
siva de todas las opciones que suscita la vida personal y social, que no 
pueden dejarse reducidas a las convicciones que se tengan respecto del 
fenómeno religioso y al destino último del ser humano"41 42.

2 . 2 .  L a  l i b e r t a d  i d e o l ó g i c a

La libertad ideológica se encuentra consagrada en el art. 16.1CE como 
uno de los derechos fundamentales de los ciudadanos que puede ser de­
finido, siguiendo la propuesta de Llamazares Fernández como el derecho 
subjetivo individual a: 1) "Disponer de un espacio de privacidad totalmen­
te sustraído a la invasión de la inoperatividad del Derecho, que entraña 
la libre formación de la conciencia y el libre manteamiento, abandono, 
sustitución o modificación de unas u otras convicciones o creencias, unas 
u otras ideas, en la medida en que estas últimas estén estrechamente 
relacionadas con las convicciones"; y 2) "A expresarlas o a silenciarlas, 
a comportarse de acuerdo con ellas y a no ser obligado a comportarse 
en contradicción con ellas, así como a compartirlas y a ejercerlas con 
otros"41. Una de esas convicciones que forman parte de la esencia del ser 
humano se identifica precisamente con la esfera vital que ampara la libre 
elección de los ciudadanos de vivir o no en pareja y la de hacerlo de una 
forma determinada, como una mera situación de hecho o en el marco de 
una forma mínimamente reglada o finalmente en el marco de la fórmula 
del matrimonio civil o religioso43. La decisión de optar por un tipo u otro

39 Cfr. PRESNO UÑERA, M. A. "El matrimonio: ¿garantía institucional o esfera vital?, 
ob. cit., p. 4265.

40 Cfr. LLAMAZARES FERNÁNDEZ, D. Derecho de la libertad de conciencia II: Concien­
cia, identidad personal y  solidaridad, 40 Ed. Civitas-Thomson Reuters, Madrid, 2011, 
pp. 423 y 426.

41 STC 292/1993, de 18 de octubre, FJ 3.
42 LLAMAZARES FERNÁNDEZ, D. Derecho de ia libertad de conciencia I, ob. cit., p. 21.
43 LLAMAZARES FERNÁNDEZ, D. El sistema matrimonial español, ob. cit., pp. 8-9.
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de matrimonio forma parte del contenido esencial de esta libertad que, 
en relación con esta materia, comprende el derecho a celebrar los ritos 
matrimoniales propios de su confesión religiosa según lo dispuesto en el 
art. 2.i.b) de la Ley Orgánica 7/1980 de Libertad Religiosa de 5 de julio44 
(LOLR) o, por presión del principio de igualdad ante la ley, el derecho a 
contraerlo según el rito propio de la etnia o de la raza a la que en su caso 
pudieran pertenecer los futuros cónyuges45

Ahora bien, como venimos defendiendo desde hace años, ni la garan­
tía institucional del matrimonio en nuestros días ni la realización efecti­
va de aquella libertad obliga a los poderes públicos a reconocer efectos 
civiles ni a los ritos matrimoniales religiosos o étnicos ni mucho menos a 
las resoluciones matrimoniales dictadas por los respectivos órganos juris­
diccionales46. El pleno disfrute de la misma tan sólo requiere que en dicho 
sistema los contrayentes puedan acudir al tipo de matrimonio religioso o 
étnico que consideren más oportunos conforme a sus propias conviccio­
nes, aunque el Derecho del Estado sólo reconociese eficacia jurídica a la 
clase matrimonial civil47 48. Postura que se apoya, además, en algunas de­
cisiones del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, donde afirma que 
la concesión de eficacia civil al matrimonio religioso no constituye una 
exigencia derivada del contenido esencial de aquella libertad, sino que se 
trata de una prerrogativa que forma parte del margen de apreciación de 
que disponen los Estados miembros en la regulación de esta materia4®.

44 Boletín Oficial del Estado num. 177 de 24 de julio de 1980.
«  MARTINELL, J. M. "Matrimonio y libertad de conciencia". En Laicidad y  libertades. 

Escritos Jurídicos, n. o, 2000, pp. 80-81.
46 PÉREZ ÁLVAREZ, S. Las sentencias matrimoniales de tos tribunales eclesiásticos en el 

Derecho español: La cuestión del ajuste al orden público constitucional, Ed. Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2006, pp. 55-58.

47 Consideración que no es ni mucho menos nueva sino que ya había anticipado Reina 
en los años 80 al afirmar que "ni siquiera un sistema de matrimonio civil obligatorio 
clásico hubiera conculcado tal principio, puesto que sería inaudito considerar que 
el matrimonio civil obligatorio, tan usual en tantos partidos democráticos que han 
constitucionalizado desde hace tiempo la libertad religiosa, incluso contra los pos­
tulados seculares de la Iglesia católica, se opone a tal principio y derecho fundamen­
tal". Cfr. "El sistema matrimonial español". En VVAA Los acuerdos concordatarios y  la 
revisión del Concordato italiano. Instituto Italiano de Cultura de Barcelona, Barcelona, 
1980, p. 316.

48 SSTEDH Serif. v. Greda App. N. 38178/97 de 14 de diciembre de 1999, N. 50; Pellegrini 
c. Italia App. N. 52912/99 de 17 de octubre de 2002, N. 57.
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Todo lo cual no quiere decir que el contenido de este derecho fundamen­
tal sea incompatible con aquellos sistemas matrimoniales que reconocen 
efectos civiles a las clases o formas religiosas de celebración matrimo­
nial49. Los únicos sistemas incompatibles con el contenido esencial de 
este derecho fundamental son aquellos de matrimonio civil obligatorio 
que penalizan a quienes contraen matrimonio religiosos o étnico o los 
sistemas de matrimonio civil subsidiario50.

Ahora bien, la libertad ideológica no es sólo un derecho fundamental 
sino que también constituye uno de los principios superiores del orde­
namiento jurídico español51, en tanto en cuanto concreción del más ge­
nérica libertad a que se refiere el art. 1.1 CE52 que garantiza el pluralis­
mo cultural y religioso latente en la realidad social de nuestros días53. La 
transformación social que se ha producido en España como consecuencia 
de la proliferación de nuevos colectivos minoritarios ha dado lugar a una 
ampliación del principio del pluralismo que, actualmente, debe ser inter­
pretado en clave de "pluralismo cultural"54, esto es, gira en torno a la idea 
de "cultura" o "realidad en la que se incluyen la religión o las creencias 
en general, la lengua, las costumbres sociales y tradiciones"55. "El plura­
lismo cultural es aquella ideología o modelo de organización social que 
afirma la posibilidad de convivir armoniosamente en sociedades grupos 
o comunidades étnica, cultural, religiosa o lingüísticamente diferentes. 
A diferencia de otros modelos, el pluralismo cultural valora positivamen­
te la diversidad sociocultural y toma como punto de partida que ningún

49 MARTI, J. M. et. al. El matrimonio religioso en el Derecho español, Universidad de Cas­
tilla La mancha, Albacete, 2003, p. 53.

50 LLAMAZARES FERNÁNDEZ, D. Derecho déla libertad de conciencia II, ob. cit., p. 427.
51 Y que, como advierte FERNÁNDEZ-CORONADO, "delimitan el núcleo de condicio­

nes necesarias que pueden llegar a operar como factores de limitación del ejercicio 
de los derechos fundamentales con carácter exclusivo". Cfr. "Libertad de concien­
cia". En Enciclopedia Jurídica Básica, vol. II, CIVITAS, Madrid, 1995, p. 4025.

52 CONTRERAS MAZARIO, J. M. "La libertad de conciencia y la función promocional 
del Estado en la LOLR". En Laicidad y  libertades. Escritos jurídicos, n. o, 2000, p. 138.

53 Así lo manifestó el Magistrado delTC Jiménez de Parga en su Voto Particular a la STC 
46/2001, de 15 de febrero.

54 LLAMAZARES FERNÁNDEZ, D. Derecho déla libertad de conciencia II, ob. cit., p. 342.
55 Cfr. XIOL RlOS, J. A. "La libertad ideológica o la libertad de conciencia". En VVAA La 

libertad ideológica. Actas de las VI Jornadas de la Avocación de Letrados del Tribunal 
Constitucional, CEPC, Madrid, 2001, p. 21.
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grupo tiene porqué perder su cultura o identidad propia"56. El pluralismo 
cultural constituye, por tanto, una manifestación de la voluntad política 
y social por la homogenización de los derechos de los ciudadanos, por 
encima de sus diferencias culturales57.

Dentro del catálogo de derechos de los colectivos religiosos y cultu­
rales que conforman la realidad social español contemporáneo se en­
cuentra, precisamente, el derecho a celebrar los ritos matrimoniales res­
pectivos58. El pleno disfrute del mismo es, como acabamos de ver, una 
exigencia derivada del debido respeto del contenido esencial de la liber­
tad ideológica que también garantiza que los miembros de aquellos gru­
pos puedan acomodar "su forma de vida a sus propias convicciones con 
exclusión de cualquier intervención por parte del Estado quien asume la 
protección del ejercicio de aquella libertad frente a otras personas o gru­
pos sociales"59. La acomodación del sistema matrimonial a esta premisa 
implica que debe tratarse de un sistema que garantice que los miembros 
de aquellas colectividades sean plenamente libres para contraer el ma­
trimonio religioso o, incluso, étnico respectivo como sucede, por citar un 
ejemplo, con el matrimonio gitano. Dentro de estos límites, el legislador 
estatal tener en cuenta las creencias de los miembros de estos grupos en 
esta materia y reconocer dentro de dicho sistema eficacia jurídica a estas 
clases o, en su caso, formas religiosas de celebración matrimonial, siem­
pre que las notas que los caracterizan sean respetuosas con esta garantía 
institucional y con los principios constitucionales de laicidad positiva y de 
igualdad ante la ley y de no discriminación por motivos de conciencia60.

56 Cfr. GABRIELA MALGESINI, G. - GIMÉNEZ, C. "Pluralismo cultural". En Guía de con­
ceptos sobre migraciones, racismo e interculturalidad, Catarata-Comunidad de Ma­
drid, Madrid, 2000, p. 323.

57 RAMÍREZ ALVARADO, M. "El desafío de la diversidad: El pluralismo cultural como 
compromiso político". En Comunicación, núm. 3, 2005, p. 266.

58 PÉREZ ÁLVAREZ, S. "Fundamentos de los derechos de las minorías". En SUÁREZ 
PERTIERRA, G. et. al. Derecho y  minorías, UNED, Madrid, 2014, pp. 63-64.

59 AATC 551/1985, de 24 de julio, FJ 3 y 617/1984, de 31 de diciembre, FJ 4. SSTC 24/1982, 
de 13 de mayo, FJ 1; 19/1985, de 13 de febrero, FJ 2; 120/1990, de 27 de junio, FJ 10; 
137/1990, de 19 de julio, FJ 8; 166/1996, de 28 de noviembre, FJ 2; 46/2001, de 15 de 
febrero, FJ 4; 101/2004, de 2 de junio, FJ 3.

60 CELADOR ANGÓN, O. "Dimensión institucional, jurídica y constitucional de los 
Acuerdos entre el Estado español y la Santa Sede de 1979", En BANDUE, n. Vil, 2013, 

P- 7 4 -
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2.3. L a  l a i c i d a d  p o s i t i v a

2.3.1. La laicidad positiva como garantía institucional del orde­
namiento constitucional contemporáneo

La CE no hace referencia expresa al término laicidad. La actitud del 
Estado español ante el fenómeno social ideológico se encuentra contem­
plada en el primer inciso del art. 16.3 de la Norma Fundamental que sólo 
establece que: "Ninguna confesión tendrá carácter estatal". Para evitar 
una quiebra absoluta con la ideología nacional del país que, desde la Re­
conquista del Reino del Al-Andalús, se identificaba con el dogma de la fe 
católica; el constituyente español se sirvió de esta ambigua terminología 
para abordar la regulación de la cuestión religiosa, cuya formulación fue 
fruto de un consenso entre las principales fuerzas políticas y actores so­
ciales de la realidad española de aquel entonces61 62. En efecto, como señala 
Suárez Pertierra: “La fórmula en cuestión responde a la complejidad de la 
solución constitucional arbitrada para superar la vieja cuestión religiosa, 
una fórmula que procede de la necesidad de hallar un sustrato común con 
el que la mayoría de los ciudadanos pueda identificarse y que se elabora 
como respuesta constructiva a las presiones sociales que se producen en 
el contexto constitucional desde los servicios más conservadores"52. Esta 
terminología responde, en suma, a la necesidad de obtener el apoyo ins­
titucional de la jerarquía eclesiástica al refrendo del Texto constitucional 
por parte de los ciudadanos que, hasta entonces, profesaban mayorita- 
riamente la religión católica63. Pero, ¿qué quiere decir que "Ninguna con­
fesión tendrá carácter estatal"?

Ante la ambigüedad de esta expresión, algunos autores han enten­
dido que el art. 16.3 de la Constitución ha instaurado un modelo de "no 
confesionalidad" fundado en una valoración positiva e institucional del

61 MARTl'NEZTORRÓN, J. Separatismo y cooperación en tos acuerdos del Estado con las 
minorías religiosas, Comares, Granada, 1994, p. 20.

62 Cfr. "La laicidad en la Constitución española". En MARTl'NEZTORRÓN, J. (Ed.) Esta­
do y religión en la Constitución Española y  en la Constitución Europea, Comares, Gra­
nada, 2005, p. 17.

63 Y es que, en el fondo, como afirma Lema Tomé la regulación de la cuestión religio­
sa en la Constitución española de 1978 es fruto del conjunto de valores éticos que 
conformaban el sentido del patriotismo constitucional o ideología nacional de la 
sociedad española de aquel entonces. Vid. Laicidad e integración de los inmigrantes, 
Marcial Pons, Madrid, 2007, p. 204.
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fenómeno religioso6'*; mientras que otro sector doctrinal considera que 
aquel precepto ha consagrado implícitamente un sistema de laicidad55. Y

^  Entre otros vid. MOLAN, F. "La laicidad del Estado en la Constitución española". En 
ADEE vol. II, 1986, pp. 239-256; FERRER ORTIZ, F. "Laicidad del Estado y coopera­
ción con las confesiones". En ADEE vol. III (1987), pp. 237-248; MARTI SÁNCHEZ, J. 
"El concepto de laicidad y su evolución en el derecho francés". En Revista Española 
de Derecho Canónico, núm. 50, 1993, pp. 251-278; NAVARRO VALLS, R. "Los Esta­
dos frente a la Iglesia". En ADEE, vol. IX, 1993, pp. 17-51; -  "El principio de coopera­
ción y la laicidad del Estado". En MARTÍNEZTORRÓN, J. (Ed.) Estado y  religión en la 
Constitución Española, ob. cit„ pp. 31-42; ROCA, M. J. "La neutralidad del Estado: 
fundamento doctrinal y actual delimitación en la jurisprudencia". En Revista Espa­
ñola de Derecho Constitucional, núm. XVI, 1996, pp. 251-272; MARTÍNEZTORRÓN, J. 
Separatismo, ob. clt.; -  Religión, derecho y  sociedad, Comares. Granada 1999; CALVO 
ÁLVAREZ, J. Los principios ael Derecho eclesiástico español en las sentencias del TC, 
Universidad Privada de Navarra, Pamplona, 1998; GONZÁLEZ DEL VALLE, J. M. De­
recho Eclesiástico Español, Universidad de Oviedo, Oviedo, 1997; IBAN, IC. Manual 
de Derecho eclesiástico, Trotta, Madrid, 2004; AMORÓS, J. La libertad religiosa en la 
Constitución española de 1978, Tecnos, Madrid, 1984.

65 Entre otros vid. LLAMAZARES FERNÁNDEZ, D. "Actitud de la España Democrática 
ante la Iglesia". En IBAN, IC. (Coord.) Iglesia católica y  regímenes autoritarios y  demo­
cráticos. (Experiencia española e italiana), EDERSA, Madrid, 1987, pp. 159-194; -  "El 
principio de cooperación del Estado con las confesiones religiosas. Fundamentos, 
alcance y límites". En ADDE vol. V, 1989, pp. 69-101; -  "Principios, técnicas y mode­
los de relación entre Estado y grupos ideológicos". En Revista de Estudios Políticos, 
núm. 88, 1995, pp. 29-61; -  "Derecho de la libertad de conciencia: la construcción 
del sistema". En Laicidad y  libertades. Escritos jurídicos, n. 1, 2001, pp. 271-303; -  "Lai­
cidad, libertad de conciencia y Acuerdos del Estado con las confesiones religiosas". 
En LLAMAZARES FERNÁNDEZ, D. (Dir.) Libertad de conciencia y  laicidad en tas ins­
tituciones y  servicios públicos, Dykinson, Madrid, 2005, pp. 7-32; -  Derecho de la liber­
tad de conciencia I, ob. cit.; FERNÁNDEZ-CORONADO, A. "Principio de igualdad y 
técnica de cooperación. En La Ley, núm. 2, 1983, pp. 76-83; -  Estado y  confesiones 
religiosas: un nuevo modelo de relación. Los pactos con las confesiones: Leyes 24, 25 y  
26 de 1992, Clvitas, Madrid, 1995; -  "Evolución y desarrollo de la cooperación confe­
sional en el sistema español. Balance y propuesta de futuro. EnLaicidady libertades. 
Escritos jurídicos, vol. III, 2003, pp. 135-156; "El significado del art. 16 en el contexto 
constitucional". En FERNÁNDEZ-CORONADO, A. et. al. (Coord.) Libertad de concien­
cia, laicidad y  Derecho, Civitas-Thomson Reuters, Madrid, 2014, pp. 87-106; FERNÁN­
DEZ-CORONADO, A. - SUÁREZ PERTIERRA, G. Identidad social, pluralismo religioso 
y  laicidad del Estado, Fundación Alternativas, Madrid, 2013; SUÁREZ PERTIERRA, 
G. "La recuperación del modelo constitucional, la cuestión religiosa a los veinticin­
co años de vigencia de la Constitución". En Laicidad y  libertades. Escritos jurídicos, 
n. 2, 2002, pp. 313-348; -  “Individuo, grupos, confesiones en el sistema democrático 
español". En AMÉRIGO, F. (Ed.) Religión, religiones, identidad, identidades. Minorías. 
Actas del VSimposio de la Sociedad Española de Ciencias de las Religiones, Sociedad 
Española de Ciencias de las Religiones, Valencia, 2002, pp. 7-24; -  "La laicidad en la
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es que, en realidad, como afirma Fernández-Coronado, un Estado "acon­
fesional" no puede ni debe entenderse como una categoría intermedia 
entre la confesionalidad predomínate en el constitucionalismo histórico 
español y un sistema de laicidad, sea o no positiva* 66. Los términos "acon- 
fesionalidad" y "laicidad positiva" hacen referencia a un único modelo 
de gestión del factor social ideológico y/o religioso67, el instaurado por 
la CE de 1978. Frente al resto de sistemas de laicidad vigentes en nues­
tro entornos más cercano68, el constituyente español ha incorporado

Constitución", ob. cit.; -  "La cuestión religiosa: vigencia de los 25 años de la Consti­
tución". En Cuadernos Constitucionales de la Cátedra Fadrique Furiol Ceriol, núm. 40, 
2002, pp. 45-55; CONTRERAS MAZARÍO, J. M. "Principio de laicidad y asistencia re­
ligiosa en centros universitarios público". En Derechos y  Libertades, núm. 8, 2000, pp. 
99-160, -  "La libertad de conciencia", ob. cit.; LLAMAZARES CALZADILLA, M. C. 
"Derecho eclesiástico del Estado: La formación de un sistema". En Laicidad y  liberta­
des. Escritos jurídicos, n. 2, 2002, pp. 237-276; SOUTO PAZ, J. A. - SOUTO GALVÁN, 
C. El derecho de la libertad de creencias, Marcial Pons, Madrid, 2011; SOUTO PAZ, 
J. A. "Libertad religiosa y de creencias". En MARTÍNEZ TORRÓN, J. (Ed.) Estado y  
religión en la Constitución Española, ob. cit., pp. 1-10; CASTRO JOVER, A. "Laicidad y 
actividad positiva de los poderes públicos". En Revista General de Derecho Canónico 
y  Derecho Eclesiástico del Estado, núm. 3, 2003, pp. 1-25; TORRES GUTIÉRREZ, A. 
"La levedad de la laicidad y sus clarooscuros en España". En FERNÁNDEZ-CORO­
NADO, A. et. al. (Coord.) Libertad de conciencia, laicidad, ob. cit., pp. 133-158; POLO 
SABAU, J. R. ¿Derecho Eclesiástico del Estado o libertades públicas? Notas para una 
Interpretación sistemática del art. 16 de la Constitución, Servicio de Publicaciones de la 
Universidad de Málaga, Málaga, 2002; GARCIA RUIZ, Y. "¿Qué laicidad queremos?". 
En FERNÁNDEZ-CORONADO, A. et. al. (Coord.) Libertad de conciencia, laicidad, ob. 
cit., pp. 108-132; PÉREZ ÁLVAREZ, S. "Espejismos del pasado en el régimen jurídico 
de la enseñanza religiosa judía en las España de hoy". En MARTÍN SÁNCFIEZ, I. - 
GONZÁLEZ SÁNCHEZ, M. (Coord.) Cuestiones del Acuerdo entre el Estado y  la FCJE, 
Delta Publicaciones, Madrid, 2010, pp. 197-231; -  "Reflejos del pasado en la gestión 
de la realidad islámica española contemporánea". En E-LegatHistory Review, núm. 9, 
2010, pp. 1-31.

66 FERNÁNDEZ-CORONADO, A. "El significado del art. 16 en el contexto constitucio­
nal", ob. cit., p. 98.

67 En este sentido coincidimos, no sin matices, con la consideración de Palomino de 
que "otra forma de aproximación a la laicidad es entenderla como equivalente a la 
aconfesionalidad, en el sentido de designar que el Estado no tiene una religión oficial 
a la que protege". Cfr. "Laicidad, laicismo, ética pública; presupuestos en la elabo­
ración de políticas para prevenir la radicalización violenta". En Athena Intelligence 
Journal, núm. 3, 2008, p. 89.

68 Sobre un análisis de los modelos de laicidad vigentes en la UE vid. FERNÁNDEZ- 
CORONADO, A. "El Derecho de la libertad de conciencia en los países miembros de 
la UE (II)". En FERNÁNDEZ-CORONADO, A. (Dir.) El Derecho de la Libertad de Con-
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como elemento integrante de dicho sistema el mandato impuesto a los 
poderes públicos en el segundo inciso del art. 16.3 de tener "en cuenta 
las creencias religiosas de la sociedad española y mantendrán las con­
siguientes relaciones de cooperación con la Iglesia católica y las demás 
confesiones"®9. Siguiendo a Suárez Pertierra, la cooperación con las co­
munidades religiosas e ideológicas es, el tercer elemento que caracteriza 
a la actitud que deben mantener los poderes públicos ante el fenómeno 
social ideológico y religioso que fue instaurado en España porel constitu­
yente de 1978* 70. Así se deduce de la doctrina delTC en esta materia que 
siempre se ha referido al modelo haciendo especial hincapié en el tercer 
elemento del modelo de laicidad propio del ordenamiento jurídico espa­
ñol y que al principio era calificado con el término de aconfesionalidad71 y 
que, desde su sentencia 46/2001 de 15 de febrero, viene empleando dicha 
expresión como sinónima de la nomenclatura más moderna de "laicidad 
positiva"72.

El sentido de esta actitud colaboracionista del Estado no debe ser in­
terpretado de manera estática73, pues de lo contrario, la compleja fór­
mula empleada por la Constitución para regular el fenómeno ideológico 
en España no podría adecuarse a las exigencias de la sociedad española

ciencia en el marco de la UE. pluralismo y  minorías, COLEX, Madrid, 2002, pp. 83-93; 
RODRÍGUEZ MOYA, A. "Sistemas de relación Iglesia-Estado en Europa. El Derecho 
de la Unión Europea". En SUÁREZ PERTIERRA, G. et. al. Derecho eclesiástico del Es­
tado, Tirant lo Blanch, Valencia, 2013, pp. 77-86.

63 FERNÁNDEZ-CORONADO, A. - SUÁREZ PERTIERRA, G. Identidad social, ob. cit., p. 68;
70 La laicidad en la Constitución..., ob. cit., p. 29.
71 SSTC 1/1981, de 26 de enero; 62/1982, de 15 de octubre; 66/1982, de 12 de noviem­

bre; 616/1984, de 31 de octubre; 617/1984, de 31 de octubre; 19/1985, de 13 de fe­
brero; 359/1985, de 29 de mayo; 180/1986, de 21 de febrero; 130/1991, de 6 de junio; 
340/1993, de 16 de noviembre; 177/1996, de 11 de noviembre; 6/1997, de 13 de enero.

72 Desde su sentencia 46/2001, de 15 de febrero elTC utiliza indistintamente los térmi­
nos de "aconfesionalidad" o "laicidad positiva" excepto en su fallo 51/2011, de 14 de 
abril que sólo utiliza el término de aconfesionalidad para referirse a la actitud que de­
ben mantener los poderes públicos ante el fenómeno social ideológico y religioso. A 
este respecto vid. SSTC 46/2001, de 15 de febrero; 154/2002, de 18 de julio; 101/2004, 
de 2 de junio; 38/2007, de 15 de febrero; 28/2007, de 4 de junio; 34/2011, de 28 de 
marzo; 207/2013, de 5 de diciembre.

73 FERNÁNDEZ-CORONADO, A. “Sentido de la cooperación del Estado laico en una 
sociedad multireligiosa". En Revista General de Derecho Canónico y  Derecho Eclesiás­
tico del Estado, núm. 19, 2C09, p. 2.
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contemporánea7'». El profundo arraigo social de la religión católica en la 
ideología nacional de aquel entonces y los temores ante las repercusio­
nes que pudieran derivarse del rechazo por parte de la jerarquía eclesiás­
tica de una ruptura radical con el modelo de confesionalidad aún vigente; 
determinaron que, en sus inicios, la aconfesionalldad estatal hundiera sus 
raíces en mantenimiento por parte de los poderes públicos de relaciones 
de cooperación institucional con esta confesión religiosa. La realización 
efectiva del mandato constitucional de cooperación se plasmó en la firma 
de cuatro Acuerdos sectoriales con la Santa Sede en 3 de enero de 197974 75 
que, en su conjunto, formaban un complejo concordatario76, tal y como 
se deduce de las primeras sentencias delTC en esta materia77.

La paulatina evolución de esta idea de cooperación institucional con 
las comunidades ideológicas y, en suma, de la propia laicidad estatal se 
debió a otro fenómeno sociológico que nace como consecuencia del re­
conocimiento, en condiciones de igualdad real y efectiva, del derecho 
fundamental a la libertad ideológica: el fenómeno de secularización de la 
conciencia nacional española78. En efecto, la consagración de esta liber­
tad en el art. 16.1 CE trajo consigo un profundo cambio en las creencias de 
los ciudadanos que, poco a poco, dejaron de identificarse única y exclusi­
vamente con la fe católica79, para dar lugar en el devenir de los tiempo a 
un nuevo pluralismo religioso y cultural latentes en la sociedad españo­
la contemporáneas. Los valores que conforman esta diversidad, forman 
parte integrante de la cultura jurídica que ha evocado reiteradamente 
el TC para contextualizar el ordenamiento jurídico "como un fenómeno 
social vinculado a la realidad en que se desarrolla"80 y, por ello, precisa­

74 MARTÍNEZTORRÓN, J. Religión, derecho, ob. cit., p. 214.
75 Sobre los Instrumentos de ratificación de los Acuerdos concertados entre el Estado 

española y la Santa Sede de 3 de enero de 1979 vid. BOE núm. 300, de 15 de diciem­
bre de 1979.

76 LLAMAZARES FERNÁNDEZ, D. "Laicidad, libertad de conciencia", ob. cit., p. 18.
77 SSTC 1/1981, de 26 de enero; 62/1982, de 15 de octubre; 66/1982, de 12 de noviem­

bre; 616/1984, de 31 de octubre; 617/1984, de 31 de octubre; 19/1985, de 13 de fe­
brero; 359/1985, de 29 de mayo; 180/1986, de 21 de febrero; 130/1991, de 6 de junio; 
340/1993, de 16 de noviembre; 177/1996, de 11 de noviembre; 6/1997, de 13 de enero.

78 FERNÁNDEZ-CORONADO, A. - SUÁREZ PERTIERRA, G. Identidad social, ob. cit., 
pp. 22-29.

79 MARTÍNEZTORRÓN, J. Religión, derecho, ob. cit., pp. 214-215.
80 STC 198/2012, de 6 de noviembre, FJ 9. En sentido similar vid. SSTC 17/1985, de 9 

de febrero, FJ 4; 89/1993, de 12 de marzo, FJ 3; 341/1993, de 18 de noviembre, FJ 3;
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mente constituye la pieza fundamental para entender la interpretación 
evolutiva del significado constitucional del mandato de cooperación que 
singulariza al modelo de laicidad positiva vigente en España.

La adaptación del modelo a esta realidad social es el factor determi­
nante de la interpretación evolutiva del art. 16.3 CE que viene realizando 
elTC que, desde 2001, conciba actualmente el mandado de cooperación 
como un mecanismo promocional de la libertad ideológica de los ciuda­
danos y de los grupos en que se integran81, esto es, la esencia del sistema 
se basa en garantizar y, en su caso, remover todos los obstáculos que di­
ficultan el pleno disfrute de las dimensiones individual y colectiva de este 
derecho fundamental82. Así entendido, el principio de aconfesionalidad 
o de laicidad positiva es, a mi juicio, una de las garantías institucionales 
del orden constitucional contemporáneo. Según la doctrina del Tribunal, 
la noción de garantía institucional no sólo hace referencia a institutos 
jurídicos constitucionalmente protegidos como el matrimonio, sino que 
también incluye a todos aquellos principios83 que constituyen "elemen­
tos arquitecturales indispensables del orden constitucional y las norma- 
dones que las protegen son, sin duda, normaciones organizativas, pero 
a diferencia de lo que sucede con las instituciones supremas del Estado, 
cuya regulación orgánica se hace en el propio texto constitucional... no 
han sido más que enunciadas en la Constitución, sin encontrar en ella el 
imprescindible desarrollo del orden constitucional vigente"84. La confi­
guración de este principio como garantía institucional implica que la ac­
ción legislativa que versa sobre los diferentes ámbitos donde se proyecta 
desde el punto de vista material la libertad ideológica de los ciudadanos, 
debe ser respetuosa con las notas que caracterizan a este principio cons­
titucional en nuestros días85: 1) La separación entre el Estado y las comu­
nidades ideológicas; 2) La neutralidad ante los poderes públicos ante el

29/1.995, de 6 de febrero, FJ 3; y 298/2000, de 11 de diciembre, FJ1; 198/2012, de 6 de 
noviembre, FJ 9.

81 SSTC 46/2001, de 15 de feorero; 154/2002, de 18 de julio; 101/2004, de 2 de junio; 
38/2007, de 15 de febrero; 28/2007, de 4 de junio; 34/2011, de 28 de marzo; 207/2013, 
de 5 de diciembre.

82 FERNÁNDEZ-CORONADO, A. "Sentido de la cooperación", ob. cit., pp. 4-7.
83 STC19/1985, de 13 de febrero, FJ 1.
84 SSTC 32/1981, de 28 de julio, FJ 3; 198/2012, de 6 de noviembre, FJ 9.
85 Sóbrelos límites que impone al legislador el debido respetos las garantías institucio­

nales del ordenamiento constitucional vigente vid. SSTC 32/1981, de 28 de julio, FJ

Laicidad y libertades n °  15 - 2016. Pégs. 235 a 288 253



Salvador Pérez Álvarez

fenómeno social ideológico y religioso; 3)Y el manteamiento por parte de 
los poderes públicos de relaciones de cooperación con estos colectivos 
cuando sea y hasta donde sea necesario para garantizar y promover, en 
su caso, el pleno disfrute de la libertad ideológica de los ciudadanos86. La 
consecución de este objetivo por parte de los poderes públicos sin inmis­
cuirse en los asuntos propios de los grupos ideológicos y/o religiosos y 
sin que ellos hagan lo propio con los fines estatales constituye, en suma, 
la esencia de la laicidad positiva como garantía institucional del orden 
constitucional en vigor.

2.3.2. Laicidad positiva y eficacia civil del matrimonio religioso 
y/o de las resoluciones eclesiásticas de nulidad o de diso­
lución matrimonial

La garantía constitucional de la laicidad positiva hace posible que los 
poderes públicos puedan reconocer efectos civiles a los ritos matrimo­
niales religiosos y, en su caso, a las resoluciones dictadas por los órga­
nos jurisdiccionales confesionales en manera matrimonial. Ahora bien, 
insisto, ambas prerrogativas no pueden ni deben ser interpretadas como 
una exigencia derivada del debido respeto a este principio constitucio­
nal como garante de la libertad ideológica de los ciudadanos, cuyo ple­
no disfrute tan sólo requiere que puedan contraer matrimonio religioso 
sin reconocerle ningún tipo de efecto jurídico en sede estatal87. Bajo esta 
premisa, el reconocimiento en el orden estatal de este tipo de actos y/o 
decisiones sería compatible con esta garantía institucional, en orden a 
facilitar el pleno disfrute de las manifestaciones externas de aquel de­
recho fundamental88, de conformidad con la doctrina defendida por el

3, 26/1987, de 27 de febrero, FJ 4 a); 76/1988, de 26 de abril, FJ 4; 109/1998, de 21 de 
mayo, FJ 2; 159/2001, de 5 de julio, FJ 4; 101/2013, de 23 de abril, FJ 11.
Notas que permiten configurar a este principio como garantía institucional del or­
denamiento constitucional y que constituyen, además, lo que la doctrina ha consi­
derado como "las nuevas fronteras de la laicidad" en nuestros días. Sobre un análisis 
en profundidad de todos ellos vid. FERNÁNDEZ-CORONADO, A. - SUÁREZ PERTIE- 
RRA, G. Identidad social, ob. cit., pp. 59-77.
DELGADO DEL RIO, G. El matrimonio en forma religiosa, Arquitecto Benassar Edito­
res, Palma de Mallorca, 1988, p. 74.
LLAMAZARES FERNÁNDEZ, D. Derecho de la libertad de conciencia I, ob. cit., pp. 
356-357; -  Derecho de la libertad de conciencia II, ob. cit., pp. 426-427.
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TC89; siempre que, además, ello no dé lugar a una confusión entre los 
fines religiosos y los estatales que, como hemos visto, está vetado por 
el propio dinamismo interno de este principio. Y es que, como aprecian 
Fernández-Coronado y Suárez Pertierra, “este programa de actuación 
positiva del Estado, debe ajustarse a los principios constitucionales de li­
bertad, igualdad, separación y neutralidad. De modo que la laicidad que­
da configurada como fundamento de la cooperación, pero también como 
límite o cauce del mandato de cooperar"90. Así sucedería si el legislador 
estatal reconociese eficacia estatal a una o a más clases de matrimonios 
religiosos91, pues implicaría la incorporación en el ordenamiento estatal 
de todos ellos como institutos jurídicos propios del Estado de carácter 
religioso. Lo que sería fruto de una cooperación institucional con estos 
grupos en esta materia92 que va más allá del sentido que posee actual­
mente la laicidad positiva en la conciencia social contemporánea, pues la 
supeditaría a los intereses propios de una o más entidades religiosas en 
esta materia comprometiendo, de este modo, la neutralidad estatal ante 
el fenómeno social ideológico y cultural93 94.

Asimismo, la inclusión en el sistema matrimonial de una o más cla­
ses matrimoniales también comprometería, además, la separación y 
autonomía interna del Estado con respecto a estos grupos en esta ma­
teria que caracteriza a la garantía institucional de la laicidad positiva en 
lo concerniente a la regulación estatal del matrimonio que, insistimos, 
es competencia exclusiva del Estado. Su soberanía en materia matrimo­
nial se superpone a la de las confesiones religiosas en relación con este 
particular, por lo que, como señala Celador Angón, "los derechos confe­
sionales que pretendan tener eficacia civil deberán subordinarse al de­
recho estatal"92*, que constituyen normas de “ius cogens", esto es, de 
imperativa aplicación a cualquier instituto matrimonial que pretenda ser

89 STC 46/2001, de 15 de febrero, FJ 7.
90 Cfr. FERNÁNDEZ-CORONADO, A. - SUÁREZ PERTIERRA, G. Identidad social, ob. 

dt., pp. 71-72-
91 POLO SABAU, J. R. El matrimonio religiosos acatólico en el sistema matrimonial espa­

ñol. (Consideraciones en tornoasu noción y  alcance), Universidad Europea de Madrid. 
CEES Ediciones, Madrid, 1995, p. 34.

92 MARTÍ, J. M. et. al. El matrimonio religioso en el Derecho español, ob. cit., p. 53.
99 FERNÁNDEZ-CORONADO, A. - SUÁREZ PERTIERRA, G. Identidad social, ob. cit., 

pp. 65-69.
94 Cfr. "Dimensión institucional, jurídica y constitucional", ob. cit., p. 74.
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reconocido a efectos civiles en el Derecho estatal95. Postura que se apoya 
en la doctrinas delTC que ha afirmado que el reconocimiento de efectos 
jurídicos a uno o más matrimonios religiosos no supone la asunción por 
parte de las instancias públicas de las características y propiedades que 
los derechos confesionales respectivos asignan al matrimonio en su fuero 
propio, “dado que, por su carácter pluralista y aconfesional, el Estado no 
viene obligado a trasladar a la esfera jurídico-civll los principios o valores 
religiosos que gravan la conciencia de determinados fieles y se insertan 
en el orden intraeclesial"96. Y que también ha sido defendida por la DGRN 
en una resolución de 17 de junio de 1991 donde declara que el manda­
do de cooperación como elemento integrante de la aconfesionaluidada 
estatal “no puede implicar que la organización social que compete al Es­
tado haya de quedar supeditada a las particulares creencias de los ciuda­
danos. Esto explica porqué, sin mengua del principio, el Estado puede no 
conceder automáticamente efectos civiles a las ceremonias religiosas de 
celebración del matrimonio"97.

Así las cosas, si el legislador estatal dse decanta por conceder efec­
tos civiles a este tipo de matrimonios en el ordenamiento jurídico, dicho 
reconocimiento sólo podría referirse a las formas o las solemnidades re­
ligiosas de celebración del matrimonio de clase única civil. Consecuen­
temente, los requisitos de validez que deben concurrir en el matrimonio 
religioso para que despliegue dicha eficacia y el alcance de la misma es 
el determinados por las normas estatales que disciplinan esta materia98. 
Un sistema matrimonial de este tipo, esto es, de clase única estatal con 
pluralidad de formas de celebración matrimonial no sólo se ajusta a los

95 OREJUDO PRIETO DE LOS MOZOS, P. La celebración y el reconocimiento de la vali­
dez del matrimonio en el Derecho internacional privado español, Aranzadl-Thomson 
Reuters, Navarra, 2002, p. 294.

96 ATC 617/1984, de 31 de octubre, FJ 5.
97 "Este principio ha de ser, desde luego, respetado, pero el mismo no puede Implicar 

que la organización social que compete al Estado haya de quedar supeditada a las 
particulares creencias de los ciudadanos. Esto explica porqué, sin mengua del princi­
pio, el Estado puede no conceder automáticamente efectos civiles a las ceremonias 
religiosas de celebración del matrimonio". Cfr. Resolución de la DGRN de 17 de junio 
de 1991, N. 3.
Sobre todas las resoluciones de la DGRN citadas en este trabajo vid. Base de Datos de 
la Editorial Tirant lo Blanch. En la dirección web http://www.tirantonline.com/index. 
do.

98 LLAMAZARES FERNÁNDEZ, D. El sistema matrimonial español, ob. cit., p. 17.
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límites derivados de la garantía institucional de la laicidad positiva contri­
buyendo, al mismo tiempo, a facilitar el pleno disfrute de la libertad ideo­
lógica de los contrayentes". Pluralidad formal de celebración del ma­
trimonio civil cuyas vicisitudes competen, única y exclusivamente, a los 
órganos jurisdiccionales estatales a efectos civiles en base a la potestad 
que a tal efecto les confiere el art. 117.3 CE100, quedando siempre a salvo 
el derecho de los contrayentes a que obtengan la nulidad o disolución 
de su matrimonio en el fuero interno de la confesión a la que pertenecen 
sin que este tipo de resoluciones deban necesariamente adquirir eficacia 
jurídica en el ámbito civil101.

En efecto, el pleno disfrute de la libertad ideológica a este respec­
to exige una labor de abstención por parte de los poderes públicos que 
consiste en permitir que los cónyuges que han contraído matrimonio re­
ligioso, con o sin efectos civiles, sean libres para acudir a su jurisdicción 
respectiva, en aquellos supuestos en los que el Derecho confesional de­
termine su existencia, para que decida sobre la nulidad, separación o di­
solución del vínculo matrimonial. Un sistema matrimonial que coarte es­
ta prerrogativa no sólo constituiría una limitación injustificada de aquella 
sino que también sería contrario a la garantía institucional de la laicidad 
positiva que, en la conciencia social contemporánea, persigue como fina­
lidad esencial garantizar el plano disfrute de aquel derecho fundamental. 
En cambio, la concesión de eficacia civil a las resoluciones matrimoniales 
eclesiásticas no constituye uno de los ámbitos de actuación derivados de 
esta principio constitucional en el que los poderes públicos deban coope­
rar obligatoriamente con las comunidades ideológicas y religiosas, para 
garantizar el pleno disfrute de la libertad de convicciones de quienes han 
acudido a un tribunal religioso para que declare nulo o disuelto su vínculo 
matrimonial. Y, más aún, en el contexto social contemporáneo en el que 
quienes contraen matrimonio civil en forma religiosa acuden mayorita- 
riamente al divorcio secular para disolver su vínculo matrimonial102.

Bajo estas premisas, la concesión de efectos civiles a este tipo de 
resoluciones matrimoniales sólo es compatible con la garantía institu­

ís LLAMAZARES FERNÁNDEZ, D. Derecho de la libertad de conciencia I, ob. cit., pp. 
429-430.

aoo PÉREZ ÁLVAREZ, S. Las sentencias matrimoniales, ob. cit., pp. 55-58.
101 FERNÁNDEZ-CORONADG, A."Principio de igualdad", ob. cit., p. 79.
102 NAVARRO VALLS, R. Matrimonio y  derecho, TECNOS, Madrid, 1995, pp. 112-113.
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cional de la laicidad positiva si es entendida una vez más como uno de 
los ámbitos de esta acción positiva estatal que persigue como finalidad 
esencial facilitar el ejercicio de la libertad ideológica de los ciudadanos, 
de conformidad con la doctrina defendida por el TC, sin que pueda tra­
ducirse, en ningún caso, en el reconocimiento de automático de este tipo 
de resoluciones en el ordenamiento jurídico estatal. Ello daría lugara una 
confusión entre los fines religiosos y los fines estatales en esta materia 
contraria a la neutralidad como nota que hace reconocible esta garantía 
institucional en la conciencia social contemporánea. Así pues, bajo esta 
perspectiva, la homologación de este tipo de decisiones debe ser resuelta 
en un procedimiento especialísimo, en el que el juez estatal competente 
resuelven con jurisdicción propia los problemas que plantea cada causa 
concreta de nulidad o disolución matrimonial conforme a los controles 
sustantivos y procesales establecidos a tal efecto en el Derecho del Esta­
do vigente, según la doctrina delTC en esta materia103.

2 . 4. L a  ig u a l d a d  a n t e  l a  l e y

El principio de igualdad se encuentra enunciado en el art. 1 CE como 
uno de los valores superiores del orden constitucional en vigor y en el 
art. 14 como principio que informa el pleno disfrute de los derechos fun­
damentales y las libertades públicas de los ciudadanos. Entre ellos, la li­
bertad ideológica o de conciencia con la singularidad añadida de que la 
igualdad en el disfrute de esta libertad también es una exigencia derivada 
de la garantía institucional de la laicidad positiva, que exige el tratamien­
to común e igualitario de todos los ámbitos donde se proyectan desde el 
punto de vista material las convicciones de los ciudadanos104. Todas ellas 
constituyen rasgos inherentes a la esencia de la dignidad humana como 
cualidades del ser humano que lo individualizan para diferenciarse de los 
demás y que, por ello precisamente, deben ser tratados por la Ley de un 
modo igual sin que deban producirse discriminaciones por estos motivos * 101

103 SSTC 1/1981, de 26 de enero, FJ 1, 6 y 10; 66/1982, de 12 de noviembre, FJ 2-4; 
93/1983, de 8 de noviembre, FJ 1-3; 209/1991, de 7 de noviembre, FJ 2; 328/1993, de 8 
de noviembre, FJ 2; 6/1997, de 13 de enero, FJ 4-6; 150/1999, de 14 de septiembre, FJ 
3; 38/2007, de 15 de febrero, FJ 7; 51/2011, de 14 de abril, FJ 4. ATC 789/1987, de 24 de 
junio, FJ 3.

101 FERNÁNDEZ-CORONADO, A. - SUÁREZ PERTIERRA, G. Identidad social, ob. cit., p.
65-
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de "religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal 
o social" como predica expresamente el art. 14 CE105. En este sentido, 
cuando afirmamos "que dos sujetos merecen el mismo trato supone va­
lorar una característica en común como relevante a efectos de cierta re­
gulación haciendo abstracción tanto de los rasgos diferenciadores como 
de los demás ámbitos de la 'egulación"106.

La posesión de uno u otro tipo de convicciones y su pleno disfrute en 
régimen de libertad en todos los ámbitos donde se proyectan la autono­
mía individual del sujeto no puede dar lugara discriminaciones ante la ley 
entre quienes se hallan en la misma situación de hecho107. En este senti­
do, el TC ha afirmado que no es posible establecer ningún tipo de discri­
minación para los ciudadanos por estos motivos y que, además, las acti­
tudes religiosas de los sujetos de derecho no pueden justificar diferencias 
de trato jurídico108. Más bien todo lo contrario. "El derecho de igualdad 
ante la ley significa que situaciones o supuestos de hecho ¡guales los ciu­
dadanos tienen derecho a ser tratados por la ley de un modo igual, lo 
que entraña la interdicción de establecer diferenciaciones que sean ar­
bitrarias, que estén faltas de justificación o que sean desproporcionadas 
en los supuestos de hecho o en las consecuencias jurídicas"109. Pues, en 
estos casos, no existe una justificación objetiva, razonable y proporcio­
nada al fin perseguido que legitime un tratamiento jurídico diferenciado 
a supuestos de hecho en los que exista una identidad sustancial en los 
términos de la comparación110. "A lo que cabe agregar que también es 
necesario... para que la diferencia de trato sea constitucionalmente lícita, 
que las consecuencias jurícicas que se deriven de tal diferenciación sean 
proporcionadas a la finalidad perseguida por el legislador, de suerte que 
se eviten resultados excesivamente gravosos o desmedidos. Exigiendo 
el principio de igualdad, por tanto, no sólo que la diferencia de trato re­

105 LLAMAZARES FERNÁNDEZ, D. Derecho de la libertad de conciencia I, ob. cit., p. 335.
106 Cfr. PRIETO SANCHÍS, L. "Igualdad y minorías". En PRIETO SANCHI’S, L. (Dlr.) Tole­

rancia y  minorías. Problemas jurídicos y  políticos de tas minorías en Europa, Servicio de 
Publicaciones de la Universidad de Castilla-La Mancha, Cuenca, 1996, pp. 30-31.

107 CIOPPI, G. Tra eguagtianza e liberta. Contributo ad una disciplina giuridica del fenóme­
no religioso, Edizioni Scientifiche Italiane, Napoli, 1999, p. 22.

108 STC 24/1982, de 13 de mayo, F J1.
109 Cfr. STC 109/1988, de 8 de ,unio, FJ 1.
110 ATC 480/1989, de 2 de octubre, FJ 3..
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suite objetivamente justificada"111, "sino también que supere un juicio de 
proporcionalidad en sede constitucional sobre la relación existente en­
tre la medida adoptada, el resultado producido y la finalidad perseguida 
por el legislador"112. Así sucede, por ejemplo, con todas aquellas medidas 
adoptadas por los poderes públicos a favor de uno o varios colectivo de 
ciudadanos, para garantizar el pleno disfrute de su libertad ideológica 
atendiendo a las singularidades que dada caracterizan desde el punto 
dogmático a cada convicción en abstracto considerada. "Actividades que 
constituyen manifestaciones o expresiones del fenómeno religioso, asu­
mido en este caso por el sujeto colectivo o comunidades, tales como las 
que enuncia el art. 2 LOLR... según el cual "para la aplicación real y efec­
tiva de estos derechos... los poderes públicos adoptarán las medidas ne­
cesarias'113 114. La adopción de todas ellas no sólo no es discriminatoria sino 
más bien todo lo contrario. No hallamos ante una exigencia derivada de 
la garantía institucional de la laicidad positiva que hunde sus raíces en el 
principio de igualdad sustancial o material consagrado en el art. 9.2 CE11Z* 
que obliga a las instancias públicas a "promover las condiciones para que 
la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra 
sean reales y efectivas".

Las anteriores consideraciones son de suma importancia para el mar­
gen de apreciación de que dispone el legislador estatal para delimitar el 
sistema matrimonial español, cuya regulación jurídica debería sercomún 
e igualitaria para todos los ciudadanos y sin que pudiese ser fuente de 
discriminaciones por motivos de conciencia. Si el legislador estatal opta­
se por facilitar el disfrute de la libertad ideológica de los futuros esposos 
mediante la concesión de efectos civiles a formas religiosas y/o étnicas 
de celebración del matrimonio civil, por presión del principio de igualdad 
ante la ley debería reconocer esta prerrogativa a todos los ritos propios 
de todas las entidades religiosas o de las minorías étnicas legalmente re­
conocidas como tales en el Derecho del Estado. Las solemnidades que

111 "Según... criterios o juicios de valor generalmente aceptados". Cfr. ATC 40/1999, de 
22 de febrero, FJ 2.

112 STC 340/1993, de 16 de noviembre, FJ 4.
113 STC 128/2001, de 4 de junio, FJ 2.
114 SSTC 46/2001, de 15 de febrero, FJ 7; 128/2001, de 4 de junio, FJ 2; 101/2004, de 2 de 

junio, FJ 3; 38/2007, de 15 de febrero, FJ 11; 34/2011, de 28 de marzo, FJ 3; 51/2011, de 
14 de abril, FJ 3.
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acompañan al rito matrimonial no alteran su naturaleza civil ni su regula­
ción jurídica sustancial de carácter estatal, por lo que nos hallamos ante 
un elemento diferenciador que carece de la suficiente relevancia y funda­
mento racional para ser tratado de manera desigual, pues nos estamos 
refiriendo al mismo matrimonio cuya eficacia se encuentra supedita al 
cumplimiento de los requisitos establecidos a tal efecto en el Ce. De ahí 
que la concesión de eficacia jurídica a unos ritos en detrimento de otros 
constituye “un elemento generador de una desigualdad artificiosa... in­
troduciendo, así, una desigualdad no justificada contraria al art. 14CE"115. 
A las mismas consideraciones llegaríamos si el legislador decidiese, en 
cambio, reconocer eficacia jurídica a uno o varias clases matrimoniales 
religiosas, pues debería hacerlo a los de todas las entidades religiosas que 
hubiesen adquirido personalidad jurídica en España o al de las minorías 
étnicas legalmente reconocidas como tales. Aunque, insistimos, esta op­
ción daría lugar a confusión entre los fines estatales y los propios de estos 
colectivos que es contraria a la garantía institucional de la laicidad posi­
tiva vigente.

Por su parte, la doctrina ya ha dejado claro también que si el legisla­
dor decidiera reconocer efectos civiles a las resoluciones matrimoniales 
eclesiásticas, por presión del principio de igualdad debería reconocer es­
ta prerrogativa a favor de todas aquellas confesiones religiosas o colecti­
vos étnicos legalmente reconocidos en el ordenamiento jurídico español 
que posean una organización jurisdiccional propia116. En consecuencia,

115 STC199/2004, de 15 de noviembre, FJ 6.
116 Entre otros vid. SATORRAS FIORETTi, R. M. - CABALLERO LOBATO, R. E. "Proble­

mática en torno a la eficacia civil de las resoluciones eclesiásticas". En VVAA Curso de 
Derecho matrimonial y  procesal canónico para profesionales del foro, Servicio de Pu­
blicaciones de la Universidad Pontificia de Salamanca, Salamanca, 1997, p. 261; SA­
TORRAS FIORETTI, R. M. Lecciones de Derecho eclesiástico del Estado, 3 Ed., Bosch, 
Barcelona, pp. 352; VALLADARES RASCÓN, E."EI principio de igualdad ante la ley 
y el sistema matrimonial". En Revista de Derecho Privado, núm. 65, 1981, p. 324; -  
Nulidad, separación, divorcio. Comentario a la Ley de reforma del matrimonio, Civitas, 
Madrid, 1982 p. 42; ACUÑA GUIROLA, S. "La quiebra del principio de igualdad en el 
sistema matrimonial español". En VVAA Acuerdos del Estado español con confesio­
nes religiosas minoritarias. Actas del Vil Congreso Internacional de Derecho eclesiás­
tico del Estado, Marcial Pons, Barcelona, 1994, p. 265; JORDANO BAREA, J. B. "El 
nuevo sistema matrimonial español". En Anuario de Derecho Civil, núm. 34,1981, p. 
911; DELAS UGARTE, M. ' Denegación de eficacia civil de sentencias canónicas de 
nulidad matrimonial y recurso de amparo". En Revista Jurídica de Cataluña, núm. 1,
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el reconocimiento de eficacia civil limitado a las resoluciones sobre nuli­
dad o disolución matrimonial dictadas por los tribunales de alguna o al­
gunas entidades religiosas, constituye una discriminación normativa que 
no tiene una justificación objetiva y razonable al amparo del principio de 
igualdad ante la ley. Y más si tenemos en consideración que la concesión 
de dicha eficacia no es una exigencia derivada del pleno disfrute de la 
libertad ideológica de los ciudadanos, no supone un menoscabo de esta 
libertad el hecho de que acudan a la jurisdicción ordinaria estatal para 
obtener la nulidad o disolución de su vínculo matrimonial a efectos civiles 
y, previa, posterior o simultáneamente, a la jurisdicción eclesiástica para 
obtener la eficacia desvinculatoria de su matrimonio en el fuero interno 
de la confesión a la que pertenecen sus creencias117.

Ahora bien, si legislador concediera eficacia civil a este tipo de decisio­
nes eclesiásticas, en la medida en que afectan a matrimonios civiles cele­
brados en forma religiosa; la homologación de este tipo de sentencias en 
base a capítulos de nulidad o de disolución matrimonial no contempladas 
como tales en el Ce sería contraria al principio de igualdad. La labor que 
tiene que llevar a cabo el juez civil competente a tal efecto debe consistir 
en examinar de nuevo si los supuestos de hecho y los fundamentos del 
fallo religioso de que puede subsumirse o no en las causas civiles de nuli­
dad matrimonial o de divorcio118. Así se deduce de la doctrina del TC que 
ha declarado que los efectos civiles derivados de estas resoluciones, esto 
es, los pronunciamientos secundarios contenidos en la parte dispositiva 
de la resolución eclesiástica, deben ser valorados por el juez estatal con 
plena jurisdicción y aplicando el Derecho del Estado de forma coherente 
con la CE, sin que a este respecto se halle vinculado por lo acordado por el

1984, p. 223; NAVARRO VALLS, N. "El sistema matrimonial español y la Constitución 
de 1978". En Revista General de Legislación y  Jurisprudencia, 1979, pp. 148-151; -  El 
matrimonio religioso ante el Derecho español, Servicio de Publicaciones de la Univer­
sidad Complutense de Madrid, Madrid, pp. 215-216; -  "Matrimonio religioso, familia 
y libertad religiosa". En ADEE, vol. XII, 1996, pp. 375-376; LÓPEZ ALARCÓN, M. "Ten­
dencias uniformadoras internas en el sistema matrimonial español". En W A A  Acuer­
dos del Estado español con confesiones religiosas minoritarias, ob. cit., pp. 651-654; 
PABLO CONTRERAS, P. Constitución democrática y  pluralismo matrimonial, Servicio 
de Publicaciones de la Universidad de Navarra, Pamplona, 1985, pp. 360-361; GUTIÉ­
RREZ DEL MORAL, M. J. El matrimonio en los Estados de la Unión Europea y  la eficacia 
civil del matrimonio religioso, Atelier, Barcelona, 2003, p. 167.

117 ATC 617/1984, de 31 de octubre, FJ 5.
118 PÉREZ ÁLVAREZ, S. Las sentencias matrimoniales, ob. cit., pp. 91-98.
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tribunal eclesiástico119. El Tribunal considera que el juez civil puede y debe 
tomaren consideración los hechos que en ella se declaran probados para, 
con plenitud de jurisdicción, adoptar las medidas que estime oportunas 
en relación con la concesiór de eficacia a este tipo de resoluciones en el 
ordenamiento jurídico español120.

Todo lo anterior nos lleva a la conclusión de que el sistema matrimo­
nial que mejor se acomoda al principio constitucional de igualdad ante la 
ley es el del matrimonio civil obligatorio, siempre que los contrayentes 
pudieran contraer, antes o después del matrimonio civil, matrimonio ét­
nico o religioso en base a su libertad ideológica o de conciencia y, en su 
caso, a los respectivos tribunales eclesiásticos. De este modo, todos los 
ciudadanos podrían disfrutar de aquella libertad y de su derecho a con­
traer matrimonio en condiciones reales y efectivas cuyo pleno disfrute, 
como hemos dicho en diferentes ocasiones, tan solo requiere que los 
interesados puedan celebrar el rito matrimonial que mejor se acomoda 
a sus propias creencias. Más tratándose del sistema que, como hemos 
visto, mejor se ajusta a las exigencias derivadas en esta materia de la ga­
rantías institucionales del matrimonio y de la laicidad positiva, debido a 
que confiere un carácter mucho más nítido y propio al instituto matri­
monial al quedar desligadas las dimensiones civil y étnica-religiosa de las 
diferentes solemnidades que presiden su celebración121.

3. EL S IS T E M A  M A T R IM O N IA L  ESPA Ñ O L  
C O N T E M P O R Á N E O

La regulación jurídica del sistema matrimonial español debe respon­
der al marco constitucional del debido respeto de las notas que caracte­
rizan a las garantías institucionales del derecho a contraer matrimonio 
y la laicidad positiva estatal y del pleno disfrute de la libertad ideológica

119 STC1/1981, de 26 de enero, FJ 8. Doctrina que es asumida de nuevo en el auto de 8 de 
julio de 1987, que se limita a confirmar la sentencias del Juzgado de Primera Instancia 
y la Audiencia Provincial que sólo conocieron, con plenitud jurisdiccional, acerca de 
los efectos derivados de la homologación civil de una sentencia canónica de nulidad 
matrimonial. Vid. ATC 856/1987, de 8 de julio, FJ 3-4.

120 SSTC 66/1982, de 12 de noviembre, FJ 2; 65/1985, de 23 de mayo, FJ 3; 265/1988, de 
22 de diciembre, FJ 2; 150/1999, de 14 de septiembre, FJ 3.

121 MARTINELL, J. M. "Matrimonio", ob. cit., p. 79.
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y de igualdad ante la ley de todos los ciudadanos y de los grupos en que 
se integran constitutivos del pluralismo religioso y cultual de la sociedad 
española contemporánea. El sistema que mejor se acomoda a este blo­
que de constituclonalidad es, como acabamos de ver, el sistema de ma­
trimonio civil obligatorio. Sin embargo, el modelo vigente es heredero 
de algunos vestiglos propios de la confeslonalldad católica Imperante en 
el constitucionalismo histórico español que, en la actualidad, deben ser 
Interprendidos conforma las exigencias derivadas del debido respeto a 
aquellas garantías y principios constitucionales tal y como son concebi­
dos en la conciencia social contemporánea. Acervo socio-jurídico que ha 
sido tenido en cuenta por el legislador contemporáneo en la reformas del 
sistema que ha llevado a cabo recientemente y que responden, en suma, 
a la interpretación evolutiva de la proyección sobre esta materia de aque­
llas garantías, principios y derechos constitucionales.

3 . 1 .  L a  e f i c a c i a  c i v i l  d e l  m a t r i m o n i o  c e l e b r a d o  s e g ú n  l a s  n o r m a s  

d e l  D e r e c h o  c a n ó n ic o

El peso que aún mantenía la Iglesia católica en la conciencia social 
española contemporánea al refrendo del Texto constitucional elaborado 
por las Cortes Constituyentes fue el factor determinante de la institu- 
cionalización de las relaciones de cooperación entre el Estado Español 
y la Santa Sede mediante cuatro Acuerdos parciales sobre materias es­
pecificas122 que derogasen, progresivamente, el Concordato de 1953123. 
La cuestión de la eficacia civil del matrimonio canónico fue contemplada 
en el Acuerdo celebrado entre el Estado español y la Santa Sede sobre 
Asuntos Jurídicos (AAJ) que sería finalmente ratificado por las Cortes el 4

122 Todos ellos fueron negociados antes de que tuviese lugar la entrada en vigor de la 
CE para garantizar el apoyo de la Iglesia católica al refrendo de la misma por parte 
de la ciudadanía mayoritariamente católica por aquel entonces, sobre la base del 
establecimiento de relaciones de cooperación de carácter institucional entre el Es­
tado español y la Santa Sede sobre las materias de interés común anunciada en el 
texto del Preámbulo Acuerdo Básico de 28 de julio de 1976. Sobre el Instrumento de 
ratificación del citado Acuerdo vid. BOE núm. 230, de 24 de septiembre de 1976.

123 SOUTO PAZ, J. A. Comunidad política y  libertad de creencias. Introducción a las liberta­
des públicas en el Derecho Comprado, 3a Ed., Marcial Pons, Madrid, 2007, pp. 498-501.
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de diciembre de ese mismo año124. Tomando como referencia la fórmu­
la empleada en el primer inciso del art. XXIII del Concordado de 1953, el 
art. VI. 1 del AAJ establece que: "El Estado reconoce los efectos civiles al 
matrimonio celebrado según las normas del Derecho Canónico"125. Las 
previsiones del AAJ en esta materia fueron incorporadas al Ce en materia 
matrimonial llevada a cabo por la Ley 30/1981, de 7 de julio126, si bien el 
legislador de aquel entonces equiparó dicha eficacia a la que en su caso 
pudieran adquirir los ritos matrimoniales celebrados "según la forma pre­
vista por una confesión religiosa inscrita, en los términos acordados con 
el Estado o, en su defecto, autorizados por la legislación de éste" (arts. 
59-60 Ce)127.

El hecho de que el art. VI.1 AAJ reprodujera casi literalmente la for­
mula prevista en el primer inciso del art. XXIII del Concordato de 1953 
fue el motivo principal por el que un sector de la doctrina española viene 
considerando que en virtua del citado Acuerdo, el Estado ha incorpora­
do materialmente al ordenamiento jurídico interno las disposiciones del 
Derecho Canónico que regulan los momentos constitutivo y extintivo del 
instituto matrimonial canónico128. Aunque esa interpretación puede ser

124 Sobre el Instrumento de ratificación del AAJ vid. BOE núm. 300, de 15 de diciembre 
de 1979.

125 Si bien, en el Concordato de 1953 el matrimonio canónico era considerado por el le­
gislador estatal de aquel entonces como una auténtica clase matrimonial, cuya cele­
bración era de por sí suficiente para que dicha unión adquiriese plena eficacia jurídica 
en sede civil fruto del marco político de confesionalidad formal vigente durante el 
régimen franquista. Vid. MARTÍ, J. M. et. al. El matrimonio religioso, ob. cit., p. 59.

126 BOE núm. 172, de 20 de julio de 1981.
127 Según la doctrina del TC, la reforma del sistema matrimonial llevada a cabo por obra 

de la Ley 30/1981 "atendía a una serie de finalidades, entre ellas, la adecuación del ré­
gimen matrimonial a fin de hacerlo compatible con el marco constitucional de liber­
tad diseñado por nuestra Constitución donde se reconoce la libertad como valor su­
perior del ordenamiento jurídico, que corresponde promover a los poderes públicos 
(arts. 1.1 y 9.2 CE); la dignidad de la persona y el libre desarrollo de la personalidad 
como fundamento del orden político y de la paz social (art. 10.1 CE); se garantiza la 
libertad ideológica y religiosa (art. 16 CE) y se reconoce expresamente la libertad de 
contraer matrimonio de hombres y mujeres (art. 32.1 CE) enumerándose los pilares 
básicos ordenadores de la institución cuya regulación se remite a una Ley en la que 
se establezcan "las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los 
derechos y deberes de los cónyuges". Cfr. ATC 64/2004, de 26 de febrero, FJ 7.

128 Uno de los máximos exponentes de esta doctrina es ya que, en opinión de Navarro 
Valls que considera que el matrimonio que el Estado ha reconocido no es más que el
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defendible bajo el prisma de la aconfesionalidad estatal a la luz la con­
ciencia social aún mayoritanamente católica a principios de la década de 
los años ochenta del pasado siglo, actualmente ya no tiene sentido bajo 
la perspectiva del carácter secular y plural de la realidad social contem­
poránea que se erige como la nueva pauta hermenéutica de la interpreta­
ción evolutiva de aquella garantía institucional.

El debido respeto a las notas que hacen reconocibles a este principio 
constitucional en la actualidad, nos obliga a interpretar los arts. V l.i AAJ 
y 59-60 Ce en el sentido de que el Estado español tan sólo reconoce efi­
cacia civil al rito canónico de celebración del matrimonio civil. Pues de lo 
contrario, nos hallaríamos ante la confusión de los fones estatales con los 
propios de la Iglesia en esta materia, lo que este vetado por la separación 
entre ambas instituciones como nota propia de la laicidad estatal. Y más 
si tenemos en consideración que esta prerrogativa ni es una exigencia de­
rivada del pleno disfrute de la libertad de ideológica de los contrayentes

mismo matrimonio canónico, productor a través de la inscripción de efectos civiles. 
Vid. "El sistema matrimonial español", ob. cit., pp. 135-162; -  "Los efectos civiles del 
matrimonio canónico en el Acuerdo sobre Asuntos Jurídicos de 1979 entre la Santa 
Sede y el Estado español". En Revista Española de Derecho Privado, vol. I, 1980, pp. 
217-244; -  "La posición jurídica del matrimonio canónico en la Ley de 7 de julio de 
1981". En Revista de Derecho Privado, vol. III, 1982, pp. 665-684; -  "El matrimonio 
concordatario ante el Derecho español y el Derecho italiano: problemas comunes". 
En ADEE, vol. IV, 1988, pp. 241-263; -  "Matrimonio religioso, familia", ob. cit., pp. 
361-397; -  "El reconocimiento del matrimonio canónico ante el Derecho del Esta­
do". En VVAA Matrimonio. El matrimonio y  su expresión canónica ante el III Milenio, 
EUNSA, Pamplona, 2000, pp. 1489-1498; -  "Matrimonio religioso". En VVAA Derecho 
eclesiástico", ob. cit., pp. 351-376. En sentido similar vid. (entre otros) LÓPEZ ALAR- 
CÓN, M. - NAVARROVALLS, R. Curso de Derecho matrimonial canónico y  concordado, 
6a Ed., Tecnos, Madrid, 2001, pp. 466-481. LÓPEZ ALARCÓN, M. El nuevo sistema 
matrimonial español, Tecnos, Madrid, 1983, pp. 110-113; -  "Tendencias uniformado- 
ras", ob. cit., p. 651; LARRAINZAR, C. "Libertad religiosa y reconocimiento civil del 
matrimonio canónico". En VVAA Aspectos jurídicos de lo religioso en una sociedad plu­
ral. Estudios en honor de Dr. D. Lamberto de Echeverría, Servicio de Publicaciones de 
la Universidad de Salamanca, Salamanca, 1987, p. 332; -  "Matrimonio y Estado de­
mocrático. Aspectos de la libertad ideológica en el sistema matrimonial vigente en 
España". En Persona y  Derecho, núm. 11,1984, pp. 143-170; OLMOS ORTEGA, M. E. 
"El matrimonio canónico en el Código civil de 1981". En Revista Española de Derecho 
Canónico, núm. 39,1983, pp. 43-78; MORENO ANTÓN, M "No discriminación por ra­
zón de religión y sistema matrimonial español". En ADEE, vol. VI, 1990, pp. 207-264; 
GUTIÉRREZ DEL MORAL, M. J. El matrimonio en los Estados de la Unión Europea", 
ob. cit., pp. 146-152.
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ni constituye uno de los ámbitos en los que los poderes públicos deban 
cooperar obligatoriamente con la Iglesia en esta materia129. Postura que 
ha sido confirmada en la doctrina delTC, que ha dejado claro que el pleno 
reconocimiento del mismo "no supone la asunción por el Estado de las 
características y propiedades que la iglesia católica asigna al matrimo­
nio en su fuero propio, dado que, su carácter pluralista y aconfesional, el 
Estado viene obligado a traslacar a la esfera jurídIco-civil los principios o 
valores religiosos que gravan la conciencia de determinados fieles y se 
insertan en el orden intraeclesial''130. “El matrimonio canónico contraído 
por el recurrente con su fallecida esposa es exactamente igual a cualquier 
otro matrimonio que haya tenido acceso al Registro Civil... considerar 
inexistente el matrimonio no inscrito y negar la condición de cónyuge a 
quien ha demostrado su válido vínculo matrimonial, pone de manifiesto 
que se otorga a la inscripción un valor constitutivo" de este negocio jurí­
dico131.

3 . 2 .  L a  e f ic a c i a  c i v i l  d e  lo s  m a t r i m o n i o s  d e  l a s  c o n f e s i o n e s  r e l i ­

g i o s a s  c o n  n o t a r i o  a r r a i g o

El Estado español no se ha limitado a cooperar con la Iglesia católica 
en todas aquellas materias que son de común interés para ambas institu­
ciones. Durante las primeras andaduras del orden constitucional instau­
rado en 1978, los poderes públicos iniciaron relaciones de cooperación 
mediante la técnica de Pactos con aquellos cultos no católicos que, du­
rante el régimen franquista, habían sido practicados clandestinamente, 
empezaron a ser manifestados públicamente: las religiones protestan­
te132, judía133 134 e islámica131*. Todos ellos cumplían con el resucito material 
exigido en el art. 7.1 de la LOLR para poder concluir un Acuerdo de coope­

129 SSTC 46/2001, de 15 de febrero, FJ 7; 128/2001, de 4 de junio, FJ 2.
130 Cfr. ATC 617/1984, de 31 de octubre, FJ 5.
131 Cfr. STC199/2004, de 15 de noviembre, FJ 6.
132 GRAU BELTRÁN, S. "El protestantismo en España, situación actual". En W A A  La 

nueva realidad religiosa española: 25 años de la ley orgánica de Libertad Religiosa, Mi­
nisterio de Justicia, Madrid, 2006, pp. 81-82.

133 BENASULY, A. "Los judíos en la España contemporánea". En W A A  La nueva realidad 
religiosa, ob. cit., pp. 116-118.

134 TATARY BAKRY, R. "El Islam e i España, hoy". En W A A  La nueva realidad religiosa, 
ob. cit., pp. 144-145.
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ración con el Estado español: tener notorio arraigo en España. Por aquel 
entonces, la acreditación de este requisito se producía por la existencia 
de núcleos confesionales dotados de personalidad jurídica y por la cons­
tatación de que realizaban actividades religiosas que hicieran reconocible 
a la asociación como una entidad con fines religiosos en la sociedad135. 
"Pero, como la religión como en cuanto creencia abstracta no es un su­
jeto jurídico, fue necesario crear unas Federaciones que asumieran la re­
presentación legal de las tres religiones. Estas Federaciones se tuvieron 
que inscribir en el RER para adquirir personalidad jurídica como tales y 
fueron las titulares del notorio arraigo. Así surgieron la Federación de En­
tidades Religiosas Evangélicas de España (FEREDE), la Federación de Co­
munidades Judías de España (FCJE)136 y la Comunidad Islámica Española 
(CIE)"137 que fueron los sujetos que concluyeron los Acuerdos de coope­
ración aprobados mediante las Leyes 24, 25 y 26 de 10 de noviembre de 
1992, respectivamente (Pactos de cooperación de 1992)138. Aunque los 
tres Pactos contienen algunas disposiciones que podían comprometer la 
neutralidad estatal que caracteriza a la garantía institucional de la laici­

135 Durante estos años, "a la constatación de este hecho pueden contribuir criterios ta­
les como: la historia y su contribución a la formación institucional del Estado y a los 
componentes de la propia cultura; la continuidad de la confesión en la historia; la 
previsión de estabilidad futura; la implantación externa al propio Estado; y las dificul­
tades de establecimiento en España", Cfr. FERNÁNDEZ-CORONADO, A. “Sentido 
de la cooperación", ob. cit., pp. 3-9.

136 La Federación de Comunidades Israelitas de España (FCI) ha pasado a denominarse, 
por petición propia, Federación de Comunidades Juias de España (FCJE) en virtud de 
lo dispuesto en la Disposición Transitoria Quinta de la Ley 15/2015, de 2 de julio, de la 
Jurisdicción Voluntaria. Vid. BOE núm. 158, de 3 de julio de 2015.

137 Cfr. FERNÁNDEZ-CORONADO, A. "Sentido de la cooperación", ob. cit., p. 5.
138 BOE núm. 72, de 12 de noviembre de 1992.

En cumplimiento de lo dispuesto en el art. 7.1 de la LOLR y con carácter previo a la 
promulgación y posterior entrada en vigor de estos cuerpos normativos, las Federa­
ciones confesionales respectivas tuvieron que inscribirse en el Registro de Entidades 
Religiosas. La ahora denominada FCJE se inscribió como la FCI en la Sección General 
del RER el 1 de septiembre de 1982, la FEREDE el 29 de abril de 1987 y la CIE el 19 de 
febrero de 1992. Vid. FERNÁNDEZ-CORONADO, A. Estado y  confesiones religiosas: 
un nuevo modelo de relación. Los pactos con las confesiones: Leyes 24, 25y  26 de 1992, 
CIVITAS, Madrid, 1995, pp. 43-133; -"Los acuerdos con confesiones minoritarias des­
de una perspectiva histórica. Iterde las negociaciones". En VVAA Acuerdos del Estado 
español con confesiones, ob. cit., p. 146.
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dad positiva ante el fenómeno social ideológico139, asumimos la opinión 
de Regueiro García de que las previsiones relativas a la eficacia civil de los 
matrimonios celebrados ante ministros de culto de las comunidades inte­
gradas en la FEREDE, la FCJE y la CIE perseguían como finalidad facilitar 
el disfrute de la libertad ideológica de los contrayentes en condiciones de 
igualdad con quienes contraen el matrimonio civil en forma canónica140.

En el devenir de los años, la adecuación evolutiva de la garantía insti­
tucional de la laicidad positiva al nuevo pluralismo religioso y cultural de 
la sociedad española ha generado una nueva sensibilidad del legislador 
para superar la antigua fórmula de los Pactos como técnica de coope­
ración141, fuente en suma de privilegios y de discriminaciones injustifi­
cadas entre los ciudadanos por motivos de conciencia142. El primer hito 
en este cambio de actitud ha sido una nueva concepción del "notorio 
arraigo", como requisito imprescindible para que una entidad para que 
los poderes públicos intensifiquen las relaciones de cooperación con la 
entidad de que se trate. En efecto, como aprecia Fernández-Coronado, 
"el Estado ha variado su postura con respecto del contenido de los requi­
sitos del notorio arraigo, y ha comenzado a reconocerlo en los últimos 
años a grupos religiosos minoritarios, haciendo una valoración de esos 
requisitos más adecuada a la realidad social de un mundo globalizado y 
multicultural"143. En base a estos nuevos criterios, se ha reconocido esta 
categoría a la Iglesia de Jesucristo de los Santos de los Últimos Días en el

139 PARDO PRIETO, P. Laicidad y  Acuerdos del Estado con confesiones religiosas, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2008, p. 92.

190 “El matrimonio en los Acuerdos con las confesiones". En Laicidad y  libertades. Escri­
tos jurídicos, n. 14, vol. 1, 2024, p. 94.

191 FERNÁNDEZ-CORONADO, A. “Sentido de la cooperación", ob. cit., pp. 7-8 y 14 ss.
142 SUÁREZ PERTIERRA, G. “La Ley Orgánica de Liberta Religiosa, 25 años después". En

VVAA La nueva realidad religiosa, ob. cit., pp. 57-58.
149 Como aprecia la citada autora, hasta 2015 "se ha tomado en consideración, entre 

otros datos, la participación activa de estos colectivos en la vida social española, su 
intervención en actividades benéficas, asistenciales y culturales; su presencia des­
tacada en los distintos ámbitos Institucionales; su proyección externa, con especial 
referencia a los países del entorno jurídico y socio-cultural del propio Estado, etc." 
Cfr. FERNÁNDEZ-CORONADO, A. "Sentido de la cooperación", ob. cit., p. 15.
Y, actualmente, los requisitos y el procedimiento para obtener notorio arraigo en 
España se encuentran contemplados en el Real Decreto 593/2015, de 3 de julio, por 
el que se regula la declaración de notorio arraigo de las confesiones religiosas en 
España (BOE núm. 183, de 1 de agosto de 2015). Según lo dispuesto en el art. 3 del 
Real Decreto 593/2015: "Para la declaración de notorio arraigo en España a que se
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año 2003, a los Testigos Cristianos de Jehová en el 2006, a la Federación 
de Entidades Budistas de España en el 2007 y, finalmente, a la Iglesia Or­
todoxa en 2010144. La nueva sensibilidad que ha mostrado el legislador 
hacia estos grupos trasciende a la propia finalidad de la figura que no era 
otra que la firma de Acuerdos con el Estado en virtud de lo dispuesto en 
el art. 7.1 LOLR.

En efecto, la declaración de notorio arraigo ha adquirido una nueva 
dimensión estrechamente relacionada con la garantía institucional de la 
laicidad positiva, cual es: colaborar con estas entidades mediante fuentes 
de Derecho de carácter unilateral en orden a garantizar o, en su caso, 
facilitar el pleno disfrute de libertad ideológica a los ciudadanos que los 
integran. En palabras de Fernández-Coronado, "la consecuencia directa 
de esta nueva interpretación del notorio arraigo, es que los Acuerdos han 
dejado de ser la esencia de la cooperación y la consecuencia inexorable 
del notorio arraigo, para convertirse solo en una posible consecuencia del 
mismo"145. Un claro ejemplo de ello ha sido las disposiciones relativas a la 
concesión de efectos civiles a los ritos matrimoniales de las confesiones 
religiosas declaradas de notorio arraigo en España, por obra de la Dispo- 
siciónTransitoria Quinta de la Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción 
Voluntaria (Ley de Jurisdicción Voluntaria). Según la Exposición de Moti­
vos de la Ley 15/2015, esta medida ha sido adoptada en atención al plu­
ralismo religioso existente en la sociedad española persigue como finali­

refiere el artículo 7.1 de la Ley Orgánica 7/1980, de 5 de julio, las iglesias, confesiones 
o comunidades religiosas deberán reunir los requisitos siguientes:
a) Llevar inscritas en el Registro de Entidades Religiosas treinta años, salvo que la 
entidad acredite un reconocimiento en el extranjero de, al menos, sesenta años de 
antigüedad y lleve Inscrita en el citado Registro durante un periodo de quince años;
b) Acreditar su presencia en, al menos, diez comunidades autónomas y/o ciudades 
de Ceuta y Melilla;
c) Tener 100 inscripciones o anotaciones en el Registro de Entidades Religiosas, entre 
entes inscribibles y lugares de culto, o un número inferior cuando se trate de entida­
des o lugares de culto de especial relevancia por su actividad y número de miembros;
d) Contar con una estructura y representación adecuada y suficiente para su organi­
zación a los efectos de la declaración de notorio arraigo;
e) Acreditar su presencia y participación activa en la sociedad española".

144 Información consultada en el Observatorio del Pluralismo Religioso en España a tra­
vés del link: http://www.observatorioreligion.es/diccionario-confesiones-religiosas/ 
glosario/notorio_arralgo.html.

145 FERNÁNDEZ-CORONADO, A. "Sentido de la cooperación", ob. cit., pp. 15-16.
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dad facilitar el disfrute de la libertad ideológica de los miembros de estos 
colectivos al reconocerles el derecho a celebrar matrimonio religioso con 
efectos civiles, en condiciones equiparables al resto de confesiones que 
ya disfrutaban de esta realidad. De hecho, la Ley establece un régimen 
jurídico único y común para todas las confesiones que ostentan notorio 
arraigo en España, para lo cual lleva a cabo una reforma del art. Vil de los 
Pactos de 1992 con la FEREDE, FCI y CIE de 1992 adaptando su contenido 
a la nueva regulación del expediente matrimonial del Ce.

En concreto, el legislador estatal ha reconocido eficacia a los matri­
monios civiles celebrados según la solemnidad religiosa respectiva ante 
dos testigos mayores de edad146 y un ministro de culto que hayan sido 
debidamente autorizados a tal efecto, "mediante certificación expedi­
da por la iglesia, confesión o comunidad religiosa que haya obtenido el 
reconocimiento de notorio arraigo en España con la conformidad de la 
Federación que, en su caso, hubiera solicitado dicho reconocimiento". El 
consentimiento matrimonial debe ser prestado por los contrayentes en 
el plazo máximo de 6 meses a contar desde la expedición del certifica­
do de capacidad matrimonial por el juez Encargado del RC o funciona­
rio dilemático o consular competente que deberá ser promoveos por los 
interesados con carácter previo a que tenga lugar la celebración del rito 
matrimonial respectivo (Ap. 4 Disposición Transitoria Quinta de la Ley de 
Jurisdicción Voluntaria, art. Vil Pactos de Cooperación de 1992 y art. 60 
Ce). Excepción hecha del que vaya a ser celebrado ante un Imán en el que 
no es necesario formalizar dicho expediente antes de que hubiese teni­
do lugar la celebración matrimonial pero, en ese caso, el examen sobre 
la capacidad para contraer de los cónyuges deberá ser efectuado por el 
Encargado del Registro en el momento de la inscripción del mismo147. La

11,6 Cumpliendo, al mismo tiempo, con los requisitos formales de validez del matrimonio 
celebrado en forma civil contemplados en el art. 57 Ce que establece que el matrimo­
nio deberá celebrarse ante el oficiante competente y dos testigos mayores de edad.

147 A diferencia del rito matrimonial celebrado por el resto de confesiones religiosas o 
comunidades pertenecientes a alguna de las Federaciones que han obtenido noto­
rio arraigo en el Derecho español, el art. Vil del Acuerdo con la CIE guardaba silen­
cio acerca la necesidad de promover el expediente matrimonial para que dicho rito 
matrimonial pudiera adquirir eficacia civil en el ordenamiento jurídico español. Esta 
disfunción del sistema fue corregida por el Ap. 6 de la Instrucción de la DGRN de 10 
de febrero de 1993 sobre la inscripción en el Registro Civil de determinados matrimo­
nios celebrados en forma religiosa (BOE núm. 47, de 24 de febrero de 1993) que es-
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exigencia de este trámite constituye la principal diferencia entre la efica­
cia civil de estos ritos matrimoniales con respecto a los contraídos según 
la forma canónica, pues en este caso basta a efectos civiles los contra­
yentes pueden promoverel expediente de capacidad matrimonial ante la 
autoridad eclesiástica competente14®, si bien el juez del Registro deberá 
verificar en el momento de su Inscripción que dicho matrimonio reúne 
los requisitos de validez contemplados en el Ce* 149. Al margen de esta 
apreciación, una vez celebrado el rito matrimonial, "el oficiante extende­
rá certificación expresiva de la celebración del mismo, con los requisitos 
necesarios para su inscripción y las menciones de identidad de los testi­
gos y de las circunstancias del acta previa que necesariamente incluirán 
el nombre y apellidos del Encargado del Registro Civil o funcionario diplo­
mático o consular que la hubiera extendido. Esta certificación se remitirá 
por medios electrónicos, en la forma que reglamentariamente se deter­
mine, junto con la certificación acreditativa de la condición de ministro 
de culto, dentro del plazo de cinco días al Encargado del Registro Civil 
competente para su inscripción" (Ap. 4 Disposición Transitoria Quinta de 
la Ley de Jurisdicción Voluntaria y art. 60.2 Ce). La inscripción en el RC no 
sólo es necesaria para que la celebración del negocio jurídico civil en la 
forma religiosa adquiera plenos efectos civiles como estipulaban los arts. 
Vil.1 de los Pactos de cooperación de 1992 sino que, como ya dijimos, es 
constitutiva del nuevo estado civil de los contrayentes según el TC15°.

Aunque nos hallemos ante un sistema de reconocimiento de eficacia 
en el ordenamiento jurídico estatal de los ritos matrimoniales religiosos 
múltiple y, por reminiscencias históricas, complejo151, lo cierto es que es 
un claro reflejo de la interpretación evolutiva de las garantías institucio­
nales del matrimonio y de la laicidad positiva estatal. El régimen jurídico

tablece que: ''Tratándose de matrimonios celebrados en la forma religiosa islámica, 
si excepcionalmente los interesados prescinden bajo su responsabilidad del trámite 
previo de expedición del certificado de capacidad matrimonial, la calificación, con 
vistas a su inscripción, de la certificación del matrimonio celebrado habrá de abarcar 
no sólo los requisitos formales de esta certificación sino también la concurrencia de 
todos los requisitos de fondo exigidos para la validez civil del matrimonio".

h 8 CONTRERAS MAZARÍA, J. M. "Los Acuerdos del Estado español con las confesiones 
religiosas". En Laicidad y  libertades. Escritos jurídicos, n. 13, vol. I, 3013, pp. 64-65.

149 REGUEIRO GARCÍA, M. T. El matrimonio en los Acuerdos", ob. cit., pp. 102-103.
150 STC 199/2004, de 15 de noviembre, FJ 6.
151 CONTRERAS MAZARÍA, J. M. "Los Acuerdos del Estado español", ob. cit., p. 66.
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vigente de la eficacia civil a los matrimonios de las confesiones religiosas 
o comunidades federadas con notorio arraigo en España, Iglesia católica 
inclusive, se ajusta a las notas que caracterizan a ambas garantías cons­
tituciones en la conciencia social española contemporánea. Las normas 
que regulan este aspecto del sistema matrimonial español cumplen con 
el objetivo de tratar de fácil tar el disfrute de la libertad ideológica de los 
contrayentes, con pleno respeto de las normas civiles de "ius cogens" 
que regulan el matrimonio. Si bien, por presión del principio de igualdad, 
aunque no es una exigencia derivada del contenido esencial de aquella li­
bertad, el legislador de 2015 debería haber reconocida dicha eficacia a los 
ritos matrimoniales de todas las entidades inscritas en el RER, siguiendo 
las pautas marcadas por su homologo de la década de los ochenta que ya 
había contemplado la posibilidad de que "El consentimiento matrimonial 
podrá prestarse en la forma prevista por una confesión religiosa inscrita, 
en los términos acordados con el Estado o, en su defecto, autorizados 
por la legislación de éste" (art. 59 Ce). Y, en base a este principio, el legis­
lador español también debería reconocer efectos civiles al matrimonio 
celebrado conforme las solemnidades de la etnia gitana152, en los mismos 
términos que acabamos de ver para los que se celebran en forma religio­
sa153.

132 REGUEIRO GARCIA, M. T. "Reconocimiento de los Derechos de las minorías (II). De­
recho de familia". En VVAA Derecho y  minorías. Editorial UNED, Madrid, 2013, pp. 
143-145.

153 Aunque actualmente el matrimonio gitano no posee eficacia civil en el ordenamien­
to jurídico español, en 2009 el TEDH obligó a los órganos jurisdiccionales internos a 
reconocer la pensión de viudez a una mujer que había contraído matrimonio gitano 
en base a la consideración de que se había producido una discriminación racial con 
respecto a los miembros de las uniones de hecho a las que los tribunales internos sí 
habían reconocido dicho efecto patrimonial. Ahora bien, frente al criterio que noso­
tros defendemos, el Tribunal dejó claro que el no reconocimiento de efectos civiles 
a estos ritos matrimoniales forma parte de su margen de apreciación del alcance y 
significado del derecho a contraer matrimonio y del principio de igualdad y no discri­
minación. En este caso, el Corte considera que este medida no constituye una lesión 
de ambos derechos debido a que la concesión de ficha eficacia no es una exigencia 
derivada del pleno disfrute de aquel derecho en la medida en que los miembros de 
esta minoría pueden contraer matrimonio civil en condiciones de igualdad con el res­
to de ciudadanos y contrae', antes o después, su matrimonio según las solemnidades 
propias de la etnia gitana. Vid. STDH Muñoz Díaz v. España App. N. 49151/07 de 8 de 
diciembre de 2009, N. 52-fii.
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3.3. " N u e v o s "  l í m i t e s  a  la  e f ic a c i a  c i v i l  d e  l a s  s e n t e n c i a s  c a n ó ­

n i c a s  d e  n u l i d a d  o  d e  d i s o l u c i ó n  d e l  m a t r i m o n i o  r a t o  y  n o  

c o n s u m a d o

El art. I.i del AAJ establece que: "El Estado español reconoce a la Igle­
sia católica el derecho de ejercer su misión apostólica y le garantiza el 
libre y público ejercicio de las actividades que le son propias y en especial 
las de culto, jurisdicción y magisterio". El libre ejercicio de estas activida­
des por parte de la Iglesia católica, así como los demás grupos religiosos 
que posean una organización judicial interna forma parte del contenido 
esencial de la libertad ideológica de los ciudadanos154. En cambio, como 
dijimos anteriormente, la concesión de eficacia civil a las resoluciones 
matrimoniales eclesiásticas ni constituye una exigen derivada del ple­
no disfrute de aquella libertad ni tampoco es uno los ámbitos en el que 
los poderes públicos deban cooperar obligatoriamente con las comuni­
dades ideológicas y religiosas por presión de la garantía institucional de 
la laicidad positiva en el contexto social en el que, como norma general, 
quienes han contraído matrimonio civil en forma religiosa acuden ma- 
yoritariamente al divorcio secular para disolver su vínculo matrimonial. 
Y más si recordamos que la competencia para resolver todas las causas 
que afecten a la garantía institucional del matrimonio corresponde, única 
y exclusivamente, a los órganos jurisdiccionales estatales por imperati­
vo de los arts. 117 y 149.1.8 CE, independientemente de que hayan sido 
celebrados en forma civil o religiosa155. Y, de hecho, en la reforma pro­
puesta por el Romano Pontífice Francisco I del apartado 2 del can. 1671 
del Código de Derecho Canónico (CIC)156 en el Motu Proprio "Mitis ludex 
Dominus lesus"157 se reconoce expresamente que: "Las causas sobre los 
efectos meramente civiles del matrimonio pertenecen al juez civil, a no 
ser que el derecho particular establezca que tales causas puedan sertra-

lw REGUEIRO GARCIA, M. T. - PÉREZ ÁLVAREZ, S. "Derecho a contraer matrimonio. 
Sistemas matrimoniales". En SUÁREZ PERTIERRA, G. et. al. Derecho eclesiástico, ob. 
cit., p. 232.

155 CELADOR ANGÓN, O. "Dimensión institucional", ob. cit., pp. 74-75.
156 Acta Apostolicae Sedis. Commentarium Officiale, vol. LXXV, 1983, Tomo II.
157 El Motu Proprio "Mitis ludex Dominus lesus" puede ser consultado en la Web oficial 

de la Santa Sede a través del link: http://w2.vatican.va/content/francesco/es/motu_ 
proprio/documents/papa-francesco-motu-proprio_2oi5o8i5_m¡tis-iudex-dominus- 
iesus.html (11/11/2015).
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tadas y decididas por el juez eclesiástico cuando se planteen de manera 
incidental y accesoria".

Frente a este régimen jurídico, los Pactos de Cooperación de igg2 y 
la Ley de Jurisdicción Voluntaria guardan silencio acerca la posible con­
cesión de dicha eficacia a las resoluciones matrimoniales dictadas por los 
respectivos tribunales relig osos158. A este respecto, debemos recordar 
que la doctrina evangélica releva de su orden jurisdiccional el conoci­
miento de las causas matrimoniales, entendiendo que su enjuiciamien­
to corresponde en todo caso a los tribunales estatales. Sin embargo, las 
normas confesionales que regulan el matrimonio de las comunidades 
budista, judía, islámica, mormona, ortodoxa y de los Testigos de Jeho- 
vá, si contemplan la posibilidad de anularlo o disolverlo por parte de sus 
propios autoridades u órganos jurisdiccionales'!, sin que sus resoluciones 
alcancen eficacia directa en el ordenamiento español siendo, en ocasio­
nes, ejecutadas mediante el procedimiento del exequátur de decisiones 
dictadas por autoridades judiciales extranjeras159.

Hechas estas aclaraciones previas, el art. Vil.2 AAJ prevé que las sen­
tencias canónicas de nulidad o de disolución del matrimonio rato y no 
consumado tendrán eficac a en el orden civil si se declaran ajustadas al 
Derecho del Estado en resolución dictada por el Tribunal civil competen-

158 La primera Propuesta de Acuerdo presentada por la FCJE incluía en el art. V. de la 
Propuesta una declaración en virtud de la cual, los aspectos relativos a la posible 
concesión de eficacia civil a las sentencias de los tribunales rabínicos relativas a la 
disolución del matrimonio judío quedaban pendientes de desarrollo "De acuerdo con 
la Ley actualmente en trámite legislativo" [Ley 30/1981] "y de acuerdo con la legis­
lación rabínica". Aunque er ningún momento posterior del proceso de negociación 
del Acuerdo se hizo aluslór al reconocimiento de eficacia civil a las resoluciones de 
nulidad o disolución matrimonial promulgadas por los tribunales eclesiásticos res­
pectivos. Sobre el texto de la Propuestas vid. FERNÁNDEZ-CORONADO, A. Estado y  
confesiones religiosas, ob. cit., Anexo I, pp. 142-152.

159 Así sucede, por poner un ejemplo, con las decisiones de repudios islámicos dictadas 
al amparo de ordenamientos jurídicos extranjeros que reconocen como propias las 
fuentes de la Sharla. Sobre un análisis en profundidad de esta cuestión vid. (entre 
otros) FERNÁNDEZ-CORONADO, A. "Matrimonio Islámico", ob. cit. pp. 156-152; 
PÉREZ ÁLVAREZ, "Las tradiciones Ideológicas islámicas ante el repudio. Su eficacia 
civil en el Derecho del Estado español". En ILU (Revista de Ciencias de las Religiones), 
vol. 13, 2008, pp. 183-223; ORTIZ VIDAL, M. D. "El repudio en el Código de Familia de 
Marruecos y la aplicación del derecho marroquí en la UE". En Cuadernos de Derecho 
Transnacional, n. 2, vol. VI, 2014, pp. 201-244.
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tel6°. Basándonos en lo dispuesto en el art. 8o Ce, hemos venido conside­
rando que "las resoluciones eclesiásticas de nulidad o de disolución ma­
trimonial deben conformarse a los preceptos de nuestra Constitución que 
informan la relación existente entre el Estado español y los entes confe­
sionales, de tal modo que no exista ninguna discrepancia con los precep­
tos del Ce que disciplinan el momento extintivo del contrato matrimo­
nial, con arreglo a las condiciones procesales que el art. 954 de la LEC de 
1881160 161 determina"162. Si bien, la entrada en vigor de la Ley 29/2015, de 30 
de julio, de cooperación jurídica internacional en materia civil163 ha lleva­
do consigo la derogación expresa del art. 954, por obra de su Disposición 
Derogatoria Única. Por este motivo, las condiciones que ahora deben ser 
verificadas por el juez estatal competente para declarar o no ajustada al 
Derecho del Estado una sentencia canónica de nulidad o de disolución 
matrimonial son las contempladas en el art. 46.1 de aquella Ley.

3.3.1. Firmeza de la sentencia

La firmeza de la sentencia objeto de reconocimiento es un presupues­
to imprescindible para que una decisión judicial pueda ser homologada 
en España, que se encuentra contemplado implícitamente en el primer 
inciso del art. 46.1 de la Ley cooperación jurídica internacional en materia

160 La delimitación del alcance y significado de la "declaración de ajuste al Derecho del 
Estado" de las sentencias canónicas de nulidad o d disolución del matrimonio rato y 
no consumado no ha sido una cuestión pacífica en las doctrina. Estas interpretacio­
nes no han hecho más que poner de manifiesto que nos encontramos ante una de las 
cuestiones más problemáticas del sistema matrimonial español vigente, que todavía 
no ha sido resuelta definitivamente por la doctrina. Tal y como hacernos hace unos 
años, por motivos sistemáticos, podemos agrupar las distintas posturas doctrínales 
en tres grandes bloques, sin perjuicio de que en cada uno de ellos se detecten las 
singularidades que aportan los autores que han estudiado con profundidad la ma­
teria: 1) Ajuste como verificación formal de la resolución canónica; 2) Ajuste como 
no-contradicción con las condiciones del art. 954 de la Ley de Enjuiciamiento Civil 
de 1881; y 3) Ajuste como revisión material o de fondo del contenido de la sentencia 
canónica. Sobre un análisis en profundidad de todas ellas vid. PÉREZ ÁLVAREZ, S. 
Las sentencias matrimoniales, ob. cit., pp. 110-137.

161 Hasta entonces aún estaba vigente de conformidad con lo establecido en la Disposi­
ción Derogatoria Única de la Ley 1/2000, de 7 de enero de Enjuiciamiento Civil (BOE 
núm. 7, de 8 de enero de 2000).

162 Cfr. PÉREZ ÁLVAREZ, S. Las sentencias matrimoniales, ob. cit., p. 150.
163 BOE núm. 182, de 31 de julio de 2015.
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civil. Esta expresión se refiere al hecho de que, en principio, sólo podrían 
adquirir eficacia civil aquellas decisiones matrimoniales contra las que ya 
no cabe recurso alguno, de modo que el contenido de la sentencia ya no 
puede variar y que es eficaz en el Estado de origen. Sin embargo, como 
excepción a la regla general, las causas matrimoniales nunca producen 
efecto de cosa juzgada en el ámbito jurisdiccional canónico164, tal y como 
resulta del can. 1643 del CIC. Las sentencias de nulidad se consideran de­
finitivas y adquieren firmeza en el fuero interno canónico cuando la parte 
dispositiva de las mismas han sido confirmadas en segunda instancia1®5, 
según lo establecido en los can. 1679 ss CIC aún vigentes166 167. Si bien, en 
la reforma Propuesta de escos preceptos del citado Código por obra del 
Motu Proprio "Mítis ludex Dominus lesus" también se consideran ejecu­
tivas las sentencias promulgadas en Primera instancia, aunque pueden 
ser recurridas en apelación oor cualquiera de los cónyuges, de modo que 
sólo serían definitivas si fueran de nuevos confirmadas por otro tribunal 
eclesiástico. Por su parte, los Rescriptos Pontificios sobre la disolución 
del matrimonio rato y no consumado, son siempre ejecutivos desde el 
momento en que fue concedida la gracia por el Romano Pontífice. Sin 
embargo, si una vez concedida la dispensa resulta que no ha concurrido 
alguno de los presupuestos para su concesión, la parte interesada podrá 
solicitaren cualquier momento su revocación al Papa, por lo que este tipo 
de resoluciones tampoco p'oducen efecto de cosa juzgada en el ordena­
miento canónico.

Por todo ello, entendemos que ambos tipos de decisiones canónicas 
sólo podrían adquirir firmeza a afectos de reconocimiento cuando sean 
ejecutivos en el ordenamiento canónico y siempre que conste, además, 
la voluntad expresa que ninguna de las partes va a recurrir de nuevo el 
fallo ante la autoridad eclesiástica competente1®7.

164 REINA, V. "La cosa juzgada en el proceso ordinario canónico". En tus Canonicum, vol. 
VIII, 1968, p. 352.

165 ACEBAL LUJAN, J. L. "La apelación en las causas matrimoniales y el futuro Código". 
En VVAA Curso de Derecho matrimonial y  procesal canónico para profesionales del f o ­
ro, Servicio de Publicaciones de la Universidad Pontificia de Salamanca, Salamanca, 
1978, p. 238.

165 La doble sentencia confirmatoria.
167 Este criterio parece que ha sido tácitamente confirmado por el TS en sentencia de 

31 de mayo de 1983 que desestima el recurso interpuesto por la recurrente debido a 
que no había acreditado suficientemente ante el juez estatal la interposición de este
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3.3.2. Que la decisión no sea contraria al orden público (consti­
tucional)

El orden público constitucional Este concepto jurídico indeterminado 
puede ser definido como el conjunto de principios, garantías y derechos 
constitucionales que, en una época y en un tiempo determinado, reflejan 
el esquema de valores esenciales que informan un ordenamiento jurídico 
concreto. En lo concerniente a la eficacia civil de las sentencias matri­
moniales canónicas en el Derecho español, estos principios son los que 
configuran a España como un Estado Social y Democrático de Derecho y, 
en concreto, aquellos que ponen de manifiesto la actitud del Estado ante 
las creencias de los ciudadanos: 1) La libertad ideológica de los contra­
yentes; 2) El principio constitucional de igualdad y no discriminación por 
motivos religiosos; y 3) La garantía institucional de la laicidad positiva.

Las exigencias derivadas de la garantía de la laicidad positiva y del 
principio de igualdad ante la ley, implican que sólo deberían obtener efi­
cacia en el orden civil las sentencias matrimoniales canónicas basadas en 
aquellas causas que puedan subsumirse en algún capítulo civil de nulidad 
o de disolución por divorcio del Ce. Pues, de lo contrario el juez estatal 
estaría premiando la libertad religiosa de los ciudadanos que han contraí­
do matrimonio civil en forma canónica, que podría ser declarado nulo o 
disuelto por causas que no están contempladas como tales en el Derecho 
del Estado, frente al resto de ciudadanos que han contraído el mismo ma­
trimonio en cualquiera de las otras formas de celebración matrimonial 
que están legalmente reconocidas en España.

Por su parte, la realización efectiva de la libertad ideológica como de­
recho y principio constitucional como parte del contenido del orden pú­
blico, se alza como límite a que puedan ser declaradas ajustadas al Dere­
cho del Estado aquellas decisiones matrimoniales canónicas que han sido 
dictadas en un procedimiento de nulidad o de disolución del matrimonio 
rato y no consumado ante la oposición, por motivos de convicciones del 
demandado. Según la doctrina delTC, este derecho fundamental no sólo 
"supone no sólo el derecho a formar libremente la propia conciencia"168, 
sino también "la posibilidad jurídicamente garantizada de acomodar el

recurso ante el tribunal eclesiástico que había confirmado la sentencia canónica de 
nulidad matrimonial. Vid. STS de 31 de mayo de 1983, F J1.

168 STC15/1982, de 23 de abril, FJ 6.
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sujeto su conducta religiosa y su forma de vida a sus propias conviccio­
nes con exclusión de cualquier Intervención por parte del Estado quien 
asume la protección del ejercicio de aquella libertad frente a otras perso­
nas o grupos sociales"169. La libertad para actuar con arreglo a las propias 
creencias y a no comportarse de manera contraria a ellas, trata de ase­
gurar a los ciudadanos el marco más amplio de libertad y de coherencia 
entre su intimidad personal y su manera de actuar170. Desde esta pers­
pectiva, tanto la actitud de quien se ausentó voluntariamente del proceso 
canónico de nulidad o de disolución matrimonial, como la del cónyuge 
que ha acudido a los tribunales eclesiásticos para obtener la nulidad o 
disolución de su matrimonio, parecen estar amparadas por el derecho 
de libertad ideológica de ambos contrayentes. Ahora bien, como hemos 
visto, la concesión de efectos civiles a estas resoluciones ni forma parte 
de su contenido esencial; ni es una exigencia derivada de la plena realiza­
ción de la misma; y, cuando entra en colisión con la libertad del otro con­
trayente, puede que constituya "un acto ilegítimo de intromisión en su 
esfera íntima de creencias, y por el que un poder público" [...] "le habría 
obligado a participar en un acto" [...] “en contra de su voluntad y convic­
ciones personales"171. Los casos conflictivos que pueden plantearse en la 
práctica deberían de ser resueltos a favor de la libertad de quien se nie­
ga a aceptar los efectos jurídicos de la resolución de naturaleza jurídica 
confesional, que prevalece sobre la del que pretende su reconocimiento 
en el Derecho español, debido que esta decisión es parte integrante del 
contenido esencial de aquel derecho fundamental.

169 ATC 551/1985, de 24 de julic, FJ 3; 617/1984, de 31 de octubre, FJ 4. En similares térmi­
nos vid SSTC 24/1982, de 13 de mayo, FJ i;  19/1985, de 13 de febrero, FJ 2 120/1990, 
de 27 de junio, FJ 10; 137/1990, de 19 de julio, FJ 8; 166/1996, de 28 de octubre, FJ 2; 
46/2001, de 15 de febrero, FJ 4; 101/2004, de 2 de junio, FJ 3.

170 "Desde este plano, la libertad de conciencia supone un ámbito de inmunidad frente 
a la coacción de los poderes públicos que debe estar protegido contra toda injeren­
cia ¡legítima que pueda venir del propio poder o por parte de los particulares". Cfr. 
CONTRERAS MAZARÍO, J M. "La libertad de conciencia y la función promocional 
del Estado en la LeyOrgánica de Libertad Religiosa". En Laicidad y  libertades. Escritos 

jurídicos, n. o, 2000, p. 139.
171 STC 101/2004, de 2 de junio, FJ 4.
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3.3.3. Que la decisión se hubiera dictado con manifiesta infrac­
ción de los derechos de defensa de cualquiera de las par­
tes o si la resolución se hubiera dictado en rebeldía

El primero de los aspectos a que se refiere este requisito del ajuste al 
Derecho del Estado de una sentencia canónica de nulidad o de disolu­
ción matrimonial consiste en el examen de si el procedimiento canónico 
de que se trate ha sido o no respetuoso con los derechos de defensa de 
las partes consagrados en el art. 24 CE. Básicamente los derechos que 
deben ser verificados por el juez civil competente son los siguientes: 1) 
Derecho a un proceso en sentido estricto; 2) Derecho a un proceso con 
forma contradictoria; 3) Derecho a intervenir en el proceso; 4) Derecho a 
la igualdad de armas de defensa; y 5) Derecho a la asistencia letrada. En 
general, admitimos que los procesos ordinarios de nulidad matrimonial 
son respetuosos con las garantías derivadas del debido respeto al dere­
cho a la tutela judicial efectiva de los litigantes. No obstante, el juez del 
ajuste debe valorar caso por caso si la causa canónica de que se trate ha 
sido respetuosa con los derechos de defensa de las partes y denegar, en 
su caso, el reconocimiento a las sentencias dictadas en aquellos procesos 
que no se ajusten a estas distintas exigencias derivadas de esta condición 
contemplada da en el art. 46.1 de la Ley de cooperación jurídica interna­
cional en materia civil. No se puede afirmar lo mismo con respecto a los 
procedimientos documental de nulidad matrimonial y de disolución del 
matrimonio rato y no consumado que, portratarse de procedimientos de 
carácter administrativo más que judicial en sentido estricto de la expre­
sión, no son respetuosos en líneas generales con las distintas garantías 
derivadas del contenido esencial del derecho a la tutela judicial efectiva 
del art. 24 de la CE que hemos ido analizando con anterioridad172. A pa­
recidas conclusiones ha llegado elTEDH que ha declarado que el proceso 
documental de nulidad matrimonial no es respetuoso con las garantías 
de defensa de los cónyuges en litigio173.

172 Sobre una análisis en profundidad sobre el ajuste de los diferentes procesos canóni­
cos de nulidad matrimonial y del procedimiento de disolución del matrimonio rato y 
no consumado a los derechos de defensa de las partes vid. PÉREZ ÁLVAREZ, S. Las 
sentencias matrimoniales, ob. cit., pp. 159-192.

173 STEDH Pellegrini c. Italia App. N. 52912/99 de 17 de octubre de 2002, N. 33-48.
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Por su parte, el segundo aspecto que debe ser analizado por el juez 
civil competente a la luz de este requisito del ajuste de la resolución ma­
trimonial canónica es si la misma fue dictada o no en rebeldía. La rebel­
día es la situación procesal en que se halla un demandado que no acude 
a la sede del tribunal que está conociendo de la causa de nulidad o de 
la disolución matrimonial. En virtud de lo dispuesto en el art. 46 de la 
Ley de cooperación jurídica internacional en materia civil "concurre una 
manifiesta infracción de los derechos de defensa si no se entregó al de­
mandado cédula de emplazamiento o documento equivalente de forma 
regular y con tiempo suficiente para que pudiera defenderse". Así enten­
dido, el análisis de este recuisito en sede civil constituye una exigencia 
derivada del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva y trata de 
asegurar que el demandado haya tenido posibilidades reales de defensa 
en el procedimiento seguido en el extranjero174. En concreto, el juez debe 
comprobar si las notificaciones realizadas para poner en conocimiento 
del demandado sus pretensiones, se llevaron a cabo con el debido res­
peto a las condiciones procesales que le permitieran asumir su defensa 
durante el desarrollo del litigio y si tuvo oportunidad real de intervenir en 
cada una de las fases del procedimiento sometido a examen en las que 
está prevista su actuación. En concreto, el tribunal estatal debe verificar 
si la autoridad judicial ha respetado los mecanismos de defensa articula­
dos en el ordenamiento jurídico del foro y, al mismo tiempo, si éstos se 
ajustan a las exigencias contempladas en el Derecho del Estado español 
requerido para tutelar los derechos de defensa del declarado rebelde.

Ahora bien, cuando se trata de la homologación civil de resoluciones 
matrimoniales eclesiásticas, al tratarse de unos de las ámbitos de coope­
ración posibles a la luz de la garantía institucional de la laicidad positiva 
sin que, por el contrario, sea una exigencia derivada del pleno disfrute de 
la libertad ideológica de los litigantes; el juez debe prestar especial aten­
ción a aquellos casos en q je  la rebeldía o declaración de ausencia en el

174 Pues,"la prohibición de que la decisión haya sido dictada encontrándose el deman­
dado en situación de rebeldía ha de relacionarse con las propias garantías constitu­
cionales tendentes a evitar la indefensión de todo demandado (art. 24 de la Consti­
tución)''. Cfr. SUÁREZ ROEELDANO, J. M. “Incidencia del de la art. 24 de la Consti­
tución en el reconocimiento y ejecución de decisiones extranjeras: régimen común y 
convencional". En VVAA Problemas actuales de la aplicación del Derecho internacional 
privado por los jueces españoles, Consejo del Poder Judicial, Madrid, 1997, p. 243.
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proceso matrimonial canónico podría quedar amparada por su negativa, 
en base a sus convicciones, a someterse a la posible eficacia en el ordena­
miento jurídico estatal de una decisión de naturaliza jurídica religiosa en 
los términos que acabamos de ver en relación con el contenido del orden 
publico constitucional en esta materia. Portodo ello, esta condición impi­
de que puedan reconocerse efectos civiles a las sentencias matrimoniales 
canónicas dictadas en el curso de procedimientos en los que el demanda­
do no ha sido emplazado debidamente y con tiempo suficiente para que 
pudiera defenderse en el litigio, por circunstancias ajenas a su voluntad; 
pero también en aquellos casos en los que el declarado rebelde se opone, 
en realidad, a aceptar la eficacia civil vinculante de una decisión matrimo­
nial canónica, por motivos de creencias175.

3.3.4. Control de la competencia del tribunal eclesiástico que 
dictó la decisión

En relación con las causas canónicas de nulidad matrimonial, el juez 
civil deberá comprobar a la luz de este requisito de su ajuste al Derecho 
del Estado que la sentencia fue dictada por el tribunal canónico compe­
tente territorialmente de conformidad con lo establecido en el Derecho 
Canónico. Mientras que, por el contrario, el conocimiento de la disolución

175 Postura que ha mantenido el Tribunal Supremo que ha declarado que"no se puede 
obligar a nadie a que se atenga a las consecuencias de una resolución canónica, cuan­
do voluntariamente no quiere someterse al proceso canónico matrimonial de la que 
la misma es consecuencia, ya sea por sus convicciones o, incluso, por su interés". Cfr. 
STS de 27 dejunío de 2002, F J1.
Si bien unos años más tarde matizaría este criterio en el sentido de que "para apre­
ciar que la libertad ideológica y religiosa justifica el incumplimiento de la carga de 
comparecer ante los tribunales eclesiásticos y, con ello, impide reconocer efectos 
civiles a la resolución dictada, como excepción a lo que establecen las normas de 
rango legal aplicables en el Derecho interno, es menester valorar las circunstancias 
que concurren en cada caso para examinar si se ha alegado de manera razonable la 
existencia de unas convicciones de la persona que hagan incompatible la compare­
cencia ante el tribunal eclesiástico con su libertad ideológica o religiosa, y valorar su 
trascendencia teniendo en cuenta la afectación concreta del derecho... Su aplicación 
debe quedar reservada a los supuestos en que el juicio de ponderación tras la ale­
gación de las convicciones religiosas o ideológicas que se estiman relevantes para 
justificar la incomparecencia concluya en la existencia de una afectación del derecho 
a la libertad ideológica o religiosa no justificada por la prevalencia de otros derechos 
o intereses protegidos por la Constitución". Cfr. STS de 24 de octubre de 2007, FJ 3.
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del matrimonio rato y no consumado corresponde única y exclusivamen­
te al Romano Pontífice, por lo que siempre se ajustan al contenido de esta 
condición prevista en el art. 46.1 de la Ley de cooperación jurídica inter­
nacional en materia civil176

3.3.5. Cuando la decisión sea inconciliable con una resolución 
judicial dictada en España o con una resolución dictada 
con anterioridad en otro Estado que pudiera ser objeto 
de reconocimiento en España o con un proceso pendien­
te sobre la misma causa ante nuestros órganos jurisdic­
cionales

La existencia de una resolución judicial española o una extranjera 
anterior que sea susceptible de "exequátur" o un litigo pendiente en Es­
paña sobre la misma causa se alzan como límites inexorables a que se 
declare ajustada al Derecho del Estado una decisión canónica que haya 
decretado la nulidad o disolución del mismo negociojurídico matrimonial 
canónico. Si atendemos al hecho de que se trata de un matrimonio civil 
celebrado en esta forma religiosa, el reconocimiento de eficacia jurídica 
a este tipo de decisiones en estos supuestos, pondría en entredicho la ga­
rantía institucional de esta clase de matrimonio cuyas causas procesales, 
en el orden constitucional vigente, son competencia exclusiva del Estado 
tal y como, por otra parte, también ha sido reconocido la Santa Sede en 
el Motu Proprio "Mitis ludex Dominus lesus". Y, al mismo tiempo, si el 
juez estatal otorga prevalencia a un fallo religioso sobre otro civil o una

176 El art. 46.1.C) se refiere en realidad al examen de si "la resolución extranjera se hubie­
re pronunciado sobre una materia respecto a la cual fueren exclusivamente compe­
tentes los órganos jurisdiccionales españoles o, respecto a las demás materias, si la 
competencia del juez de origen no obedeciere a una conexión razonable. Se presu­
mirá la existencia de una conexión razonable con el litigio cuando el órgano jurisdic­
cional extranjero hubiere basado su competencia judicial Internacional en criterios 
similares a los previstos en la legislación española". Ahora bien, cuando se trata de 
la eficacia civil de las sentencias matrimoniales canónicas, el examen de la compe­
tencia del tribunal eclesiástico que las dictó no puede consistir en un examen de su 
competencia judicial internacional, debido a que carece de ella en sentido técnico. 
Por tanto, esta condición cel reconocimiento de este tipo de resoluciones se puede 
circunscribir al examen de la competencia interna del órgano jurisdiccional que dictó 
la decisión de que se trate.
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causa matrimonial pendiente ante nuestros órganos jurisdiccionales, nos 
hallaríamos ante una confusión entre los fines estatales y los de la Iglesia 
católica contraria a la garantía institucional de la laicidad positiva en la 
conciencia social contemporánea.

4. C O N C L U S IO N E S

El régimen jurídico del sistema matrimonial español constituye un 
claro ejemplo de la interpretación evolutiva de la CE de 1978. Su promul­
gación instauró un sistema sin precedentes en el Derecho del Estado es­
pañol, cimentado sobre cuatro pilares íntimamente relacionados entre 
sí: 1) El derecho a contraer matrimonio; 2) La libertad ideológica o de 
conciencia de los contrayentes; 3) El principio constitucional de no confe- 
sionalidad o laicidad positiva; y 4) El principio constitucional de no discri­
minación por motivos de convicciones. La confluencia de todos ellos en 
la regulación de esta materia puso fin a los sistemas de matrimonio reli­
gioso obligatorio y civil subsidiario imperantes a lo largo de la historia del 
constitucionalismo español; concediendo un amplio margen de aprecia­
ción al legislador español para reconocer o no eficacia civil a los matrimo­
nios religiosos y a las resoluciones matrimoniales eclesiásticas. Si bien, en 
los prolegómenos del nuevo orden constitucional, esta labor legislativa 
dicho margen se encontró condicionada por el compromiso asumido por 
el Estado de reconocer efectos civiles al matrimonios celebrados según 
las nomas del Derecho canónico y a la sentencias canónicas de nulidad y 
de disolución del matrimonio arto y no consumado, en el AAJ que estaba 
siendo negociando con la Santa Sede para obtenerel consenso necesario 
para que tuviese lugar el refrendo del Texto constitucional. Las disposi­
ciones del Acuerdo fueron incorporadas en la reforma del Ce en materia 
matrimonial llevada a cabo por la Ley 30/1981 y constituyen la primera 
manifestación de las relaciones de cooperación que matizan la aconfe- 
sionalidad estatal ante el fenómeno social religioso y que, por aquel en­
tonces, hundía sus raíces en el sustrato sociológico de una ciudadanía 
española mayoritariamente católica.

El reconocimiento sin cortapisas de la igual libertad ideológica de to­
dos los ciudadanos y los flujos migratorios de nacionales de terceros Es­
tados con señas de identidad diferenciadas ha dado lugar en el devenir 
de los tiempos a una sociedad española mucho más secularizada pero,
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al mismo tiempo, plural desde los puntos de vista ideológico y/o cultural; 
han sido los factores determinantes de la interpretación evolutiva de este 
principio constitucional. Ya de entrada, por influencia de la nomenclatura 
empleada para conceptuar este principio en otros ordenamientos jurídi­
cos de los entornos más cercanos, en 2001 elTC comenzó a referirse a la 
aconfesionalidad estatal en términos de laicidad positiva como expresio­
nes sinónimas y no, en cambio, como categorías jurídicas diferenciadas. 
Y es que, a mi juicio, el paso de una expresión a otra es un claro reflejo de 
interpretación evolutiva de la CE y de su adecuación a la conciencia so­
cial española sobre el fenómeno social ideológico y cultural cada vez más 
plural. La realización efectiva de los derechos fundamentales enjuego 
en condiciones de igualdad reales y efectivas en este contexto, ha provo­
cado que la laicidad positiva estatal haya sido elevado a la categoría de 
garantía institucional que, como ha apreciado el citado Tribunal, no sólo 
hace referencia a institutos jurídicos constitucionalmente protegidos co­
mo el matrimonio, sino que también incluye a todos aquellos principios 
que constituyen "elementos arquitecturales indispensables del orden 
constitucional" en nuestros días.

Las notas que la caracterizan son la separación ertre el Estado y las 
comunidades religiosas, su neutralidad ante el factor social ideológico 
y/o cultural y la promoción de las condiciones que sean necesarios pa­
ra que la igual libertad ideológica de los ciudadanos y de los grupos en 
que se integra sean reales y efectivas, y la remoción, en su caso, de los 
obstáculos que impidan o dificulten su plenitud. Así entendida, aunque 
la concesión de efectos civiles a los matrimonios religiosos no forma par­
te del contenido esencial de la libertad ideológica o de conciencia de los 
contrayentes, puede ser compatible con aquella garantía si es concebi­
da como uno de los programas de actuación que pueden llevar a cabo 
los poderes públicos en el marco constitucional propio de esta garantía 
institucional. Ahora bien, en orden a evitar una confusión entre los fines 
estales y los propios de estos colectivos contraria a las demás notas que 
la caracterizan, dicha eficacia debe limitarse a las solemnidades que pre­
siden la celebración religiosa del matrimonio civil y así es como puede 
y, a mi juicio, debe ser interpretado actualmente el reconocimiento de 
los matrimonios contraído según las normas del Derecho canónico no es 
más que un matrimonio civil celebrado en forma reí giosa. Más si tene­
mos en consideración que la regulación de este negocio jurídico es com­
petencia exclusiva del Estado y el hecho de que dicha normativa debe
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responder a las demandas de la sociedad, debido a que se trata de otras 
de las garantías institucionales del orden constitucional vigente según la 
doctrina deITC.

Lo mismo cabe afirmarcon respecto a la concesión de efectos civiles a 
las sentencias canónicas de nulidad y de disolución matrimonial, prerro­
gativa que sólo se ajusta a las exigencias derivadas de la laicidad positiva 
si la concebimos como una medida que trata de facilitar el disfrute de la 
libertad ideologice de quienes han obtenido el fallo eclesiástico de que se 
trate. Ahora bien, por presión del principio de igualdad, solo se puedan 
reconocer en España las causas canónicas de nulidad o de disolución ma­
trimonial que se hallen también consagradas como causas de nulidad o 
de divorcio en la legislación estatal. Aún más, la labor que tiene que llevar 
a cabo el juez civil competente a tal efecto debe consistir en examinar de 
nuevo si los supuestos de hecho y los fundamentos del fallo religioso de 
que puede subsumirse o no en las causas civiles de nulidad matrimonial o 
de divorcio prestando, además, especial atención a si en el procedimien­
to canónico del que emanó la resolución fueron respetados los derechos 
de defensa de las partes contemplaos en el art. 24CE. La realización efec­
tiva del derecho a la tutela judicial efectiva constituye la piedra angular 
del ajuste al Derecho del Estado de este tipo de resoluciones según la re­
forma de los condiciones que deben ser verificadas a tal efecto por el juez 
civil competente desde que ha entrado en vigor la Ley de cooperación 
jurídica internacional en materia civil.

La adecuación de las garantías institucionales del matrimonio y de la 
laicidad positiva a estos reclamos de nuestra sociedad plural ha determi­
nado que el legislador estatal haya reconocido efectos civiles a los ritos 
matrimoniales de las comunidades integrantes de la FEREDE, CIE y FCJE 
en los Pactos de cooperación con todas ellas de 1992 y a las confesiones 
y federaciones religiosa que han obtenido la mención de notario arrai­
go en España, según lo dispuesto en la reciente Ley sobre Jurisdicción 
Voluntaria: la Iglesia de Jesucristo de los Santos de los Últimos Días, los 
Testigos Cristianos de Jehová, la Federación de Entidades Budistas de 
España y a la Iglesia Ortodoxa. La entrada en vigor de esta norma es un 
síntoma evidente de que el legislador contemporáneo ha delimitado al 
notorio arraigo no sólo como requisito imprescindible para que una en­
tidad religiosa pueda concluir un Acuerde de cooperación con el Estado, 
sino que lo ha convertido en el paradigma del programa de actuación que 
caracteriza a la laicidad positiva estatal obviando, sin embargo, que su
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esencia consiste en garantizar en facilitar el pleno disfrute de la libertad 
ideologice de los ciudadanos en condiciones de igualdad reales y efecti­
vas. Si la eficacia civil de escos ritos religiosos responde a esta finalidad 
las normas que regulan el sistema matrimonial sólo se acomodaran al 
bloque de constitucional que informa esta materia, si tal eficacia a los 
matrimonios propios de todas las entidades inscritas en el RER y de todas 
las minorías culturales legalmente reconocidas como tales en el ordena­
miento jurídico español.
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